Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, queda abierta la sesión. 
(Es la hora 9 y 39 minutos.) 


La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda, que 
se encuentra abocada al estudio de la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal, 
Ejercicio 2011, da la bienvenida a los representantes de Nacrevi y con gusto les ofrece la palabra. 


SEÑORA VIGO.- Como Presidenta de Nacrevi y en nombre de todos agradecemos muchísimo vuestra 
atención. 


Nuestra institución trabaja con discapacitados intelectuales en la ciudad de Pando, donde 
cubrimos un radio muy importante de alumnos y de jóvenes adultos, porque es el único medio de que 
se dispone. A pesar de que contamos con la ayuda del BPS, realmente se nos está haciendo muy 
difícil solventar los costos; siempre a fin de mes tenemos un déficit bastante importante. Como 
Directiva organizamos pequeñas rifas y también vendemos chatarra, es decir, hacemos cosas que 
están más allá de nuestro trabajo, para poder cubrir ese déficit, y lo hacemos porque estos jóvenes 
realmente lo merecen. 


Por lo tanto, queríamos saber qué posibilidades podría haber para seguir esta obra en la que 
estamos trabajando desde hace once años. 


Tenemos varios proyectos más para trabajar en la zona de Barros Blancos, donde está 
faltando muchísima atención, ya que hay numerosos jóvenes con discapacidad intelectual que no 
llegan al centro de Montevideo por los costos que ello insume, de manera que se acercarían a estos 
centros por la accesibilidad. 


Ese es el motivo de nuestra presencia acá. 


SEÑORA DA SILVEIRA.- Buenos días a todos. Actualmente soy la tesorera de Nacrevi. Como dijo la 
señora Vigo, estamos haciendo un sacrificio para poder llevar adelante la institución y atender a 
cantidad de jóvenes; incluso, hay una lista de espera. Nuestro trabajo se nos hace cuesta arriba, y 
hasta salimos a juntar botellas para poder venderlas y así completar el dinero para el mes o para 
realizar algún paseo o salida. Así debemos trabajar, vendiendo rifas o recibiendo pequeñas 
donaciones. En definitiva, trabajamos mucho en la calle porque el presupuesto no alcanza. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si me permiten, quisiera saber cuál es el monto global del presupuesto. 


SEÑORA VIGO.- Cuando tenemos 15 personas trabajando —entre docentes, sicólogos y talleristas— y 
hacemos las liquidaciones de los sueldos, prácticamente nos faltan $ 30.000. A fin de año, cuando 
hacemos las liquidaciones totales de licencias, etcétera, muchas veces tenemos que poner dinero 
nuestro para poder cubrir todo, a lo que se suma el BPS, que aumenta con los aguinaldos. La verdad 
es que hemos hecho de todo. De cualquier manera, contratamos actividades sociales para desarrollar 
en la institución, pero sinceramente, para nosotros es un poco incómodo estar siempre exigiéndole a la 
comunidad de Pando que nos ayude. Nos parece muy feo tener que estar insistiendo, pero a veces no 
tenemos más remedio. 


En cuanto al monto que consultaba la señora Presidenta, la verdad es que para realizar este 
proyecto necesitaríamos alrededor $ 200.000 —cantidad que no podemos alcanzar— para cubrir el 
alquiler, contratos, mobiliarios, habilitaciones de bomberos y todo lo que corresponde hacer. 


Queremos agregar que la institución es un referente para la sociedad de la zona porque está 
integrada no solo por los jóvenes con discapacidad, sino también por los padres. Muchas veces las 
madres de los chicos que padecen estos problemas ven las puertas cerradas; en esos casos, también 
como madres que somos, nos ha tocado darles el consuelo del tonto, decirles que sigan para adelante 
y guiarlas en lo que podrían hacer. 


El eco que tenemos en el público queda constatado a partir de todos los que día a día 
golpean la puerta para poder tener una orientación. A veces no se trata de jóvenes que estén en la 
institución, sino de madres que tienen hijos con síndrome de Down o con alguna discapacidad, que 
necesitan de nuestro apoyo y ahí estamos para ayudarlas. 


SENORA PRESIDENTA.- Les agradecemos el planteo realizado, que ha quedado registrado en la 
versión taquigráfica y será analizado por la Comisión. 


(Se retiran de Sala los representantes de Nacrevi.) 


(Ingresan a Sala representantes de los trabajadores de Zona Franca de Florida.) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con 
Hacienda da la bienvenida a la delegación de trabajadores de Zona Franca de Florida. 


Sin más trámite, les ofrecemos la palabra. 


SEÑOR FIGUEREDO.- Buenos días. Ante todo, voy a presentar a quienes me acompañan: Andrés 
Ruétalo, de Cym S.A., Magdalena Deamicis, funcionaria de Zona Franca Florida S.A., Andrés Pistón, 
de Porto Calares S.A. y quien habla, José Figueredo, empleado de Newfranc S.A. 


Aclaramos que más adelante vamos a dar lectura a un material que hemos traído para dejar 
en esta Subcomisión, apuntando a la mayor brevedad posible. 


Ya hemos estado en la Cámara de Representantes, donde mantuvimos conversaciones con 
varios Diputados que quedaron en analizar qué se podía hacer, pero de todo lo que hablamos no se 
concretó nada. Ya el año pasado habíamos planteado el tema en esta Comisión —estoy hablando de la 
Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda, que no sé si ahora estará conformada por los 
mismos integrantes—, pero nuestra propuesta fue rechazada; si bien los textos de los artículos no eran 
iguales, en definitiva, el concepto es el mismo. 


Nuestra preocupación es, principalmente, la fuente de trabajo en el departamento. Hay otros 
intereses arriba de la mesa, pero a nosotros, que trabajamos ahí, lo que realmente nos interesa es la 
fuente de trabajo en Florida. 


Todos sabemos —y creo que aquí también se sabe-— que el frigorífico está cerrado; que la 
curtiembre, luego de estar también cerrada, comenzó a trabajar como una cooperativa, pero con 
muchos problemas, y varios de sus funcionarios —-que ahora son cooperativistas— siguen en el seguro 
de paro. Sin embargo, la Zona Franca directamente tiene 500 empleados —para Florida es un número 
importante, aunque tal vez para Montevideo no lo sea tanto— lo que quiere decir que actualmente es el 
motor económico para el departamento. 


Cabe agregar que habíamos juntado 8.286 firmas por este tema; nos ayudó mucho la 
situación que se vive en Florida, porque la gente se da cuenta de que si esto cierra —-lo que no sería 
algo inmediato, pero sí a largo plazo—, se perderán los clientes, ya que hay una competencia desde 
Montevideo que consideramos bastante desleal. El negocio seguirá funcionando; si no es en Florida, 
será aquí, en la capital. Lo que hemos planteado en todo este año —desde que se rechazó aquella 


propuesta, que ahora apareció de nuevo— es la búsqueda de una solución, junto con el Ministerio de 
Economía y Finanzas y con los Diputados, para que eso no ocurra, pero no hemos tenido éxito. 


Ante nuestro planteo —que dejaremos por escrito a los señores Senadores—, se nos dijo que el 
tema era muy complicado; no obstante, nos presentaron algunas alternativas. Sin embargo, ninguna de 
ellas se ve reflejada en esta Rendición de Cuentas; cabe acotar que una de ellas fue presentada por el 
Ministerio de Economía y Finanzas, en la persona del economista Porto. 


La discusión se basa en distinguir cuáles son las actividades sustantivas y cuáles las 
auxiliares. La Dirección General Impositiva entiende que la cobranza, la facturación y la función del 
vendedor son tareas sustantivas, mientras que nosotros pensamos que son auxiliares. Además, es 
poco coherente pedirle al usuario que vaya a pagar a Florida, donde solamente hay tres bancos: el 
Banco de la República y dos privados, que son el Bandes y el Nuevo Banco Comercial. No tenemos un 
banco en la Zona Franca de Florida, por lo que no contamos con esa posibilidad. 


En su momento el economista Porto nos planteó hacer un anexo de Zona Franca, y no 
hablamos solamente de Florida, sino de otros lugares del interior, porque la Zona Franca de Libertad, 
por ejemplo, también tiene este problema. Es decir que el planteo era buscar un anexo de las Zonas 
Francas del interior en Montevideo, donde todos los usuarios tuvieran sus oficinas y pudieran 
desarrollar las tareas allí. Esta era una propuesta alternativa, no la nuestra, pero tampoco se vio 
plasmada en la realidad. 


Por otra parte, el Ministro de Economía y Finanzas habría manejado la idea —no con nosotros 
sino, al parecer, con los Diputados en aquel momento—- de hacer algo hacia el futuro teniendo en 
cuenta la problemática del interior, por los fletes y las distancias, y también porque la operativa central 
está en Montevideo. Se habló de dar algún marco jurídico o alguna ventaja para poder seguir 
funcionando ante esta realidad, pero tampoco esta posibilidad estuvo arriba de la mesa. 


La otra alternativa que se manejó tenía que ver con un proyecto en el que estaba trabajando 
el Diputado Gonzalo Mujica, pero nunca tuvimos conocimiento preciso del texto, ya que nos manifestó 
que recién empezaba a trabajar sobre el tema. La idea, como dije, era implementar algo hacia el futuro, 
pero tampoco se ha plasmado. 


En nuestra propuesta —de la que dejamos copia a la Comisión— bregamos por la no inclusión 
de esta modificación en la presente Rendición de Cuentas y proponemos un artículo alternativo para 
las Zonas Francas del interior, que también presentamos a los señores Diputados. Los usuarios de las 
zonas francas del interior del país podrán desarrollar actividades fuera, siempre que ellas tengan una 
naturaleza auxiliar o preparatoria de la actividad sustantiva para la que fueron autorizados a operar en 
zona franca, tales como: oferta, concertación, facturación y cobranza de venta de bienes que sean 
entregados, o prestación de servicios en territorio franco. 


Si nuestro artículo alternativo no fuera contemplado, solicitamos a los señores Senadores 
que no acompañen el artículo 282 —anteriormente era el 267— y mantengan tal como está la Ley N* 
15.921, en base a la cual los usuarios de la Zona Franca de Florida han venido trabajando desde hace 
veinte años. Este es nuestro planteo. 


SEÑOR MICHELINI.- Ante todo, quiero aclarar que se trata del artículo 281 y no del 282. 


Entiendo que si en la Rendición de Cuentas no votáramos nada al respecto y se aplicara 
stricto sensu el artículo 14 de la Ley N* 15.921, sería completamente restrictivo, es decir que si no se 
establece un marco, quedarían en indefensión completa. Por lo tanto, no sé si no votar nada sería una 
alternativa; quizás sí lo podría ser el trabajar sobre el artículo, o aprobarlo luego de haber conversado 
con el Poder Ejecutivo. Reitero que el artículo 14, tal como está redactado, prohíbe todo. 


SEÑOR FIGUEREDO.- Estamos en conocimiento de esa situación y nos preocupa; es por esa razón 
que estamos trabajando en ello. Si no se puede hacer nada y el artículo se aplica a rajatabla, la zona 
franca, que trabaja con los free shops desaparece; no hay otra alternativa. Los trabajadores no 
tendremos adonde ir a pedir trabajo, pero el negocio va a seguir y los usuarios vendrán a Montevideo. 


Y bueno, al lado de un cementerio quedará otro cementerio de galpones, con 500 familias sin fuente 
laboral. Esta es nuestra real preocupación. 


Siempre digo que hoy en el Uruguay, más allá de que existen los Consejos de Salarios y 
nosotros estamos sobre el laudo, el sector de los servicios es el que paga menos. No hay duda de que 
si en Florida estuviera instalada una fábrica o una industria, todos saldrían corriendo a trabajar —a 
pesar de que tendrían que hacer otro tipo de labor, lo que requeriría una adaptación— porque 
seguramente ganarían más. Pero hoy lo que tenemos en Florida es la Zona Franca, y no hay otra 
perspectiva; la solución sería que siguiera funcionando porque así podríamos seguir trabajando. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Además del sustitutivo que han presentado, tenemos otros que nos han 
acercado otras delegaciones de zonas francas. La Comisión analizará estos insumos, así como el 
documento que nos entregaron. 


Muchas gracias. 


(Se retiran de Sala los representantes de trabajadores de la Zona Franca Florida.) 


(Ingresa a Sala la delegación de la Asociación de Funcionario Electorales del Uruguay — 
AFEU.) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con 
Hacienda, que se encuentra abocada al estudio de la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución 
Presupuestal, Ejercicio 2011, da la bienvenida a la delegación de la Asociación de Funcionarios 
Electorales del Uruguay y con gusto les ofrece la palabra. 


SEÑOR CASTELLANOS.- Buenos días. Soy el Presidente de la Asociación de Funcionarios 
Electorales del Uruguay. 


Nuestro planteo tiene que ver con el salario vacacional de los trabajadores dependientes de la 
Corte Electoral. Proponemos un artículo único que exprese lo siguiente: “Los trabajadores 
dependientes de la Corte Electoral recibirán una suma para el mejor goce de su licencia anual. El 
monto mínimo del beneficio equivaldrá al 100% del jornal líquido de vacaciones para los períodos de 
licencias generados a partir del 1? de enero de 2013. Dicha suma deberá ser abonada antes del inicio 
de la licencia y en proporción a los días de duración de la misma.” 


La fundamentación es la siguiente. Es necesario mejorar las condiciones de trabajo de los 
funcionarios electorales responsables de gestionar el Registro Cívico Nacional y organizar los actos 
electorales, objetivos ambos vinculados directamente al ejercicio de la democracia en nuestro país. 


Queremos resaltar en este ámbito el compromiso de los funcionarios electorales con el 
sistema democrático cuando asumimos la tarea de sacar adelante los actos electorales. Sin esta 
actitud permanente del funcionariado no sería posible la proclamación de las autoridades que nos 
representan. El salario de los funcionarios electorales es bajo en relación a la importancia y a la 
responsabilidad de sus tareas. Además, la falta de la planificación y las deficientes condiciones edilicias 
someten a los funcionarios a trabajar bajo presión y en constante situación de estrés. Una forma de 
recuperar la fuerza de trabajo y compensar en algo los salarios bajos es la implementación del salario 
vacacional. De acuerdo con la norma propuesta, la suma para el mejor goce de la licencia se aplica a 
partir de las licencias generadas en el año 2013. Aumentará el gasto público recién en el transcurso del 
2014. El costo estimado que tendría el pago del salario vacacional anual es de $11:500.000. La Corte 
Electoral, haciendo uso de su iniciativa, envió al Parlamento su propuesta de modificación presupuestal 


acompañando a la Rendición de Cuentas del Ejercicio 2011, por un costo total de $ 18:400.000. En la 
Cámara de Representantes se aprobaron artículos de este Inciso con un costo total de $5:100.000, 
quedando un margen de $ 13:300.000 sin utilizar. Este margen es superior al costo estimado del 
artículo que estamos proponiendo. Por lo tanto, los señores Senadores están facultados 
constitucionalmente para aprobarlo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Presidencia consulta si algún señor Senador desea hacer alguna 
pregunta. 


SEÑOR PENADÉS.- No; el planteo ha sido muy claro, señora Presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, solo nos resta decir que la Subcomisión toma nota de la 
propuesta que han realizado y la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda la tendrá en cuenta 
al momento de discutir el articulado del proyecto de ley. 


SEÑOR CASTELLANOS.- Muchas gracias por habernos recibido. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Asociación de Funcionarios Electorales del 
Uruguay.) 


(Ingresan a Sala los representantes de la Asociación de Funcionarios Judiciales del Uruguay.) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con 
Hacienda del Senado, en el marco del estudio del proyecto de Ley de Rendición de Cuentas y Balance 
de Ejecución Presupuestal, Ejercicio 2011, da la bienvenida a los representantes de la Asociación de 
Funcionarios Judiciales del Uruguay, integrada por los señores Raúl Vázquez, Jorge Maldonado, 
Gustavo Signorele y Esteban Romasanta, a quienes se ofrece la palabra. 


SEÑOR VÁZQUEZ.- Ante todo, como Secretario General del Sindicato de AFJU, quiero agradecer la 
posibilidad que nos dan y decirles que daré lectura a la propuesta que queremos realizar a esta 
Subcomisión. 


Luego de leer la versión taquigráfica sobre la comparecencia de la Suprema Corte de Justicia 
en la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda del Senado el pasado martes, realmente 
estuvimos tentados de hacer un análisis pormenorizado de las bondades allí expresadas, pero por falta 
de tiempo lo dejaremos para mejor oportunidad porque, de lo contrario, estaríamos varios días 
hablando del tema. 


No queremos ser reiterativos de lo que dijimos en la Comisión respectiva de la Cámara de 
Representantes, y que venimos manifestando desde hace varios años, pero pretendemos dejar 
absolutamente claro, también en el Senado, nuestro enfoque con relación a la forma de distribución de 
las remuneraciones salariales en el Poder Judicial. 


Algunos de los presentes podrán recordar cuál fue nuestra visión desde el Presupuesto 
Nacional y nuestro planteo sobre la reformulación de la estructura salarial del Poder Judicial que, por 
otra parte, fue entendido y acompañado por el Senado con la aprobación del artículo 647, que de 
alguna manera intentó comenzar a corregir las inequidades salariales. Estas quedaron demostradas 
claramente en los salarios del Poder Judicial con las partidas porcentuales que históricamente se han 


dado a algunos escalafones, sobre todo a los profesionales, que generan una brecha muy grande entre 
ellos y el resto. 


Hemos dicho permanentemente —y lo demostramos— que el 54% de la masa salarial del 
Poder Judicial se concentra en el 28% de los cargos profesionales —1300 trabajadores— y el 46% 
restante aborda el salario de 3700 trabajadores. 


Por supuesto que esas partidas porcentuales son el resultado de las formas corporativas de 
la Corte, que en general han sido acompañadas por los distintos Parlamentos y Poderes Ejecutivos del 
pasado, dando la posibilidad de privilegiar a ciertos sectores. A partir de allí se han ido conformando 
diferentes Asociaciones dentro del Poder Judicial, hecho que ellos ven como problemático, pero en 
realidad han sido los promotores de esa situación generando, entre otras cosas, la división interna de 
los trabajadores de la Justicia. 


Parte de esa política contraria a sus trabajadores y a sus conquistas es el juicio por cobro de 
pesos que tenemos contra la Suprema Corte de Justicia, que tiene sentencia a nuestro favor en 
primera instancia y que hoy se encuentra en un Tribunal de Apelaciones. Esta situación se genera por 
la caprichosa interpretación hecha por la Corte del artículo 389 de la Ley de Presupuesto N* 17.930, 
contradiciendo el acuerdo intergremial fruto de la lucha presupuestal del 2005, donde uno de los 
negociadores por la Asociación de Magistrados del Uruguay era el hoy Ministro doctor Chediak y el 
actual Presidente de la Corporación, doctor Daniel Gutiérrez, desconociendo fundamentalmente el 
propio espíritu que tenía el artículo. 


Hoy varios sectores del Poder Judicial estamos discutiendo nuestro salario en juicios contra 
la Suprema Corte de Justicia, en nuestro caso, obligados por la interpretación de la Corte, que 
desconoce la porcentualidad de 4000 trabajadores, la inconstitucionalidad de la ley interpretativa por 
parte de los jueces —que también comprende a toda la Defensa Pública— y el de la misma Defensa 
Pública, que solicita el pago de la recuperación salarial del quinquenio correspondiente al período de 
Gobierno del doctor Jorge Batlle, con sentencia favorable en primera instancia. Estamos hablando de 
que son jueces y parte, porque en todos los casos resolverá en casación la Suprema Corte de Justicia, 
que es la misma que ha provocado estos juicios. 


Recuerden que para poder reclamar que ganaban menos que un Ministro de Estado, se 
quitaron dos partidas, de corte netamente salarial, como la vivienda y el perfeccionamiento académico. 
De esa forma quedaron por debajo de los Ministros de Estado. suprimiendo dos partidas que son 
netamente salariales. 


Esta situación llevó a que en enero, febrero, marzo y mitad de abril del 2011 cobraran un 
aumento de 26% en su salario con dineros que no tenían ese destino. Recordarán los señores 
Legisladores que eso motivó, en el mes de abril de 2011, la aprobación en el Parlamento de la ley 
interpretativa, hoy cuestionada y en juicio por su presunta inconstitucionalidad. 


Deben saber los señores Senadores de esta Comisión que desde la puesta en 
funcionamiento del IRPF, los salarios de todos los trabajadores judiciales vienen siendo observados 
mes a mes por el Tribunal de Cuentas, pues la vivienda de los magistrados no está gravada con ese 
impuesto. Siguen siendo jueces y parte. 


No tenemos objeciones con ninguno de los artículos aprobados en la Cámara de 
Representantes. Es más, uno de ellos, el artículo 228, fue propuesto por nuestro sindicato y tiene que 
ver con la opción de los obreros por el cambio de escalafón, hecho que es de estricta justicia para que 
tengan un estímulo en su carrera funcional. Ese artículo no tiene costo presupuestal. 


En un rápido análisis del mensaje de la Suprema Corte de Justicia, decimos que este 
sindicato no puede negarse al artículo 1, que propone un aumento porcentual general para los 5000 
funcionarios del Poder Judicial. Sin embargo, creemos que solo debería ser aplicado sobre las 
retribuciones básicas, como se lo solicitamos a la Corporación, pero no lo acompañó, y no como 
propone la Suprema Corte de Justicia, también sobre las retribuciones complementarias, pues esto 
solo agudiza las inequidades salariales; como mencioné anteriormente, así fue aplicado en el artículo 
647 del Presupuesto último. Nuestra propuesta tiene un costo mucho menor al de la Corporación. 


El artículo 2 del proyecto de la Suprema Corte de Justicia tiene que ver con una aspiración 
de todos los trabajadores y asociaciones, y no solo de AFJU, como menciona en su comparecencia la 
Suprema Corte de Justicia. Su Presidente, doctor Gutiérrez, se ha olvidado de que todos los gremios — 
de magistrados, de defensores, de actuarios y de funcionarios— fuimos a su despacho y entregamos 
una nota firmada por todos. Es cierto que fuimos convocantes, pero es una iniciativa de todos. Espero 
que también vengan todos a defenderla —como no lo hicieron en Diputados—, porque esa es la política 
salarial que impulsa nuestro sindicato: política salarial para todos, sin exclusiones y con equidad. 
Dentro de esas propuestas que acompañamos están los artículos 20, 23 y 24 del proyecto de la 
Suprema Corte de Justicia, que fueron proposiciones de nuestro sindicato. 


El artículo 20 refiere al Departamento de Salud Laboral; es una aspiración que apunta al 
cumplimiento de lo estipulado en el Convenio 161 de la OIT y ratificado por nuestro país en la Ley N* 
15. 965, del año 1988, pero no se fundamenta en la patética visión de la Suprema Corte de Justicia en 
su comparecencia del día martes en la Comisión de Presupuesto. La discusión no se debe centrar en 
la jubilación prematura de compañeros con diversas patologías, sino que tiene que ver, 
fundamentalmente, con la prevención, la protección y el cuidado de los trabajadores y su entorno. Esta 
responsabilidad le compete directamente al organismo y su postura pone de manifiesto la pobre 
preocupación de la corporación por sus recursos humanos. 


Este artículo se argumenta por sí solo. Manifiestan que creen tener el 10% del padrón del 
Poder Judicial —-lo que equivale a 500 trabajadores, pero creo que se quedaron cortos— con problemas 
y hay que intentar protegerlos. Pero, ¿qué pasa con el resto? Se trata de prevención; de eso trata el 
Convenio 161 de la OIT, que pienso deberían leer, porque esa es nuestra argumentación sobre este 
artículo. 


Es necesario recordar que el citado Convenio plantea la identificación y evaluación de los 
riesgos que puedan afectar la salud en el lugar de trabajo, vigilar los factores del medioambiente de 
trabajo, asesorar sobre la planificación y la organización del trabajo, vigilar la salud de los trabajadores 
en relación con el trabajo y, además, la asistencia en pro de la adopción de medidas de rehabilitación 
profesional, entre otras cosas. 


Creemos de absoluta necesidad la aprobación de este artículo para poder cumplir 
mínimamente con la ley que ratificó el Convenio hace ya veinticuatro años. Seguramente si en aquel 
momento se hubiera empezado con esto, no tendríamos ese porcentaje tan alto de patologías 
complejas dentro del Poder Judicial. El costo anual de este artículo es de $ 5:824.845, tal como surge 
de la página 51 del proyecto de la Suprema Corte. Perfectamente se podría financiar el artículo 8 del 
mensaje de la Suprema Corte con los rubros que ya tiene asignados; solo se debería cambiar su 
destino. De esa forma se beneficiaría a todos los trabajadores del Poder Judicial y no solo a 60 
trabajadores informáticos. 


Apoyamos el artículo 23 por su importancia en el cambio de grado de los mediadores, pues 
ellos cumplen una función trascendental en la resolución de conflictos en los barrios periféricos, por la 
responsabilidad del trabajo que realizan y el altísimo porcentaje de acuerdos logrados. Este artículo 
tiene un costo anual menor, de $ 1:010.447, tal como surge de la página 54 del proyecto de la Suprema 
Corte de Justicia. Esto también se podría costear con el cambio de destino del artículo 8. 


Suscribimos el artículo 25 en lo que tiene que ver con la partida para el servicio odontológico 
al interior del país para todos los trabajadores de la Justicia del interior, jueces, actuarios y defensores. 


Somos críticos con los artículos 3, 4, 6, 8, 9 y 22 del proyecto de la Suprema Corte. Es muy 
poco serio el planteo del artículo 8, en cuanto a que las vacantes existentes en los escalafones que 
nosotros representamos no se llenen y que nos comprometemos a trabajar más. Este es el argumento 
que tiene este artículo 8 en virtud de ese acuerdo que supuestamente realizó la Suprema Corte de 
Justicia con los informáticos. Esta disposición significa un aumento de sueldo para los cargos de 
Técnico II del Escalafón de Informática, que hoy perciben $ 40.000 y pasarían a ganar $ 45.000 a partir 
del 1* de enero del año 2013, mientras que un Jefe de Sección, cargo ganado por concurso como 
es mi caso, encontrándome incluso al borde de la jubilación— con 39 años de trabajo en el Poder 
Judicial, percibe $ 25.000. Los señores Senadores deben sacar sus propias conclusiones. 


El resto de los artículos mencionados significa más de lo mismo, pues solo benefician a 
pequeños grupos cercanos al poder y simplemente con leerlos nos damos cuenta de su objetivo. Así 
ha sido durante años la política salarial del Poder Judicial, con la complacencia del Gobierno de turno o 
lobbies parlamentarios. Todos sabemos que muchos de estos acuerdos del pasado, como la vivienda 
de los magistrados, el perfeccionamiento académico, la permanencia a la orden, las incompatibilidades 
absolutas, los viáticos, las horas extras, son aumentos salariales encubiertos. Esta es la política salarial 
del Poder Judicial que, indudablemente, no viene a plantear en esta Casa. 


En cambio, otra es la política de nuestro sindicato, que está comprometido con su tiempo, 
con la sociedad, con sesenta y nueve años de vida, con 3.200 afiliados, fundador de nuestra central 
única de trabajadores, que defiende a sus afiliados. Es un sindicato responsable, con los pies en la 
tierra, dispuesto al diálogo franco y racional, pero al que al mismo tiempo no le tiembla el pulso cuando 
las circunstancias así lo requieren. 


Con respecto a los juicios que están planteados al día de hoy, corresponde que haga uso de 
la palabra el señor Signorele. 


SEÑOR SIGNORELE.- Por razones de brevedad, diremos que somos muy críticos de la gestión del 
Poder Judicial absolutamente en todo, tanto en lo que tiene que ver con lo jurisdiccional como también 
en lo administrativo. 


Leyendo las preguntas de los señores Senadores en oportunidad de la concurrencia de la 
Suprema Corte de Justicia —que figuran en las versiones taquigráficas—, empezamos a entender que tal 
vez nuestras críticas están demasiado lejos del planteo de la realidad. Señalamos esto porque nos 
llamó poderosamente la atención cuando la Suprema Corte de Justicia planteó en la Comisión el tema 
de la doble centralización de los Juzgados de Paz, para lo que era necesario la compra y la adquisición 
de un bien que era propiedad del Banco la Caja Obrera, ubicado en la Ciudad Vieja, y el Parlamento 
efectivamente accedió a que pudiera comprarlo con el fin de establecer todos los Juzgados de Paz en 
el país. 


Quiero aclarar que hace casi ocho años que el sindicato viene haciendo una propuesta de 
volver con la Justicia de Paz a los barrios, en el entendido de que en un proyecto de seguridad ello 
significaría tener un referente en cada uno de los barrios -sobre todo en los más conflictivos, 
periféricos o marginales, aquellos que la prensa define como barrios de contexto crítico o zonas rojas— 
que no sea solamente la Comisaría. Insisto, pues, en que nos llama poderosamente la atención, 
cuando las críticas que hacemos al Poder Judicial tienen que ver, fundamentalmente, con cómo este 
Poder del Estado se aleja cada vez más de una sociedad conflictiva, sin que nadie pueda entender que 
el sistema de defensorías funciona pésimamente mal, pues está ubicado en la Ciudad Vieja, donde 
efectivamente no puede acceder la gente de corte más pobre de ese país. Sin embargo, justamente 
para ellos fue creada la famosa y vieja Defensoría de pobres. 


La Suprema Corte de Justicia insiste en esa política de agrandar las jurisdicciones en el 
interior del país, suprimiendo Juzgados de Paz rurales. Alguien podrá decir que, fundamentalmente, se 
basa en que esos Juzgados cumplen un rol social como, por ejemplo, el de los casamientos. El Poder 
Judicial fundamenta que ellos no están para cumplir un rol social, sino para hacer justicia, pero justicia 
se hace poca en el país -se hace mucho Derecho, pero poca Justicia—-, tan poca se hace que 
queremos dejar clara una situación por aquello de que “el que avisa no traiciona”. 


Nosotros tenemos ganado un juicio en un Juzgado de Primera Instancia en lo Civil de 7" 
Turno, porque la Suprema Corte de Justicia decidió desenganchar a los funcionarios judiciales de lo 
que había sido una ley de porcentualidad lograda en el primer año del Gobierno de Tabaré Vázquez. 
Esta ley fue requerida por nosotros durante casi 30 años, y lo logramos a partir de una reestructura, 
obtenida en el mejor presupuesto del Poder Judicial de la historia, en el primer Quinquenio del 
Gobierno de izquierda. A partir de eso, la Suprema Corte de Justicia, en una nueva artimaña, para 
poder liquidar el famoso artículo 64, que les daba el aumento del 26% que les correspondía a los 
Ministros y llevaba enganchados a los Defensores de Oficio, lo que después genera en el propio 
Parlamento una ley interpretativa —prácticamente con un año de antelación avisamos que esto iba a 
pasar-—, termina pagando ese porcentaje con fondos propios del Poder Judicial, porque no se habilitan 
desde la Contaduría. Por lo tanto, resuelve decir que no se ajusta a Derecho, que lo que correspondía 


al Presupuesto Quinquenal se terminó, así como el enganche de esa reestructura, todo ello con un 
fundamento jurídico muy pobre. 


Actualmente estamos en segunda instancia, pero la Suprema Corte de Justicia ya avisó que 
va air a casación. Avisar esto es decir que ella va a resolver efectivamente si tenemos razón en ese 
juicio que, reitero, ganamos en primera instancia y con seguridad lo haremos en segunda instancia. 
Desde ya adelanto que la resolución dirá que no tenemos razón, más allá de lo que haya dicho la 
primera instancia de un Juzgado Civil y la segunda instancia en un Tribunal de Apelaciones. Por lo 
tanto, estamos dispuestos —y lo decimos con mucho dolor, pero con total honestidad- a defender 
efectivamente ese enganche porque creemos que quien es parte en esto no puede ser juez. 


Esta es la situación que tenemos, que seguramente en octubre seguirá igual. Ello no tiene 
que ver con cuestiones presupuestales, pero lo queremos dejar absolutamente claro porque muchas 
veces, incluso desde esta propia Casa, no se entiende por qué los trabajadores ocupan o generan 
conflictos de muy pesada dimensión; detrás de ellos se busca alguna cuestión política o partidaria de 
fondo, cuando no la hay. Lo que sí hay es un encontronazo con la Suprema Corte de Justicia acerca 
del modo cómo ha venido resolviendo históricamente, entre otras cosas, no solo los juicios de sus 
trabajadores, sino lo que decide efectivamente en casación. Por lo tanto, juicios de inconstitucionalidad 
de la ley interpretativa mediante, de los Procuradores y Defensores de Oficio, todos a resolver en 
casación por la propia Suprema Corte de Justicia, habrá alguna respuesta que para nosotros será 
contundente. 


Para finalizar —porque sé que me he extendido en el tiempo- quiero dejar en claro que este 
sindicato es serio y responsable, ha planteado que la reforma del Estado comience por el Poder 
Judicial y ha dejado propuestas encima de la mesa para que ello sea así, no solo en lo que hace a la 
mejora de la gestión, sino también en lo que tiene que ver con que haya más Derecho y más Justicia 
en este país, cosa que a veces no está cerquita, ni de la mano, sino muy lejos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Ya estamos fuera del tiempo previsto, por lo que agradecemos la visita y 
tomaremos en cuenta estos documentos a la hora de la discusión. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Funcionarios Judiciales del Uruguay — 
AFJU.) 


(Ingresan a Sala los representantes de la Confederación de Organizaciones de 
Funcionarios del Estado — COFE.) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Muy buenos días. La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de 
Presupuesto integrada con Hacienda de la Cámara de Senadores, en el marco del estudio del proyecto 
de ley de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal, Ejercicio 2011, da la bienvenida 
a la delegación de la Confederación de Organizaciones de Funcionarios del Estado. 


SEÑOR BAZZANO..- Buenos días a todos los señores Senadores. 


Queremos agradecer esta audiencia y disculparnos por el hecho de que la delegación no 
esté integrada con todos los compañeros que deberían haber venido porque, por razones de pública 
notoriedad, estamos en varias situaciones complicadas. Por lo tanto, el Presidente y el Secretario 
General de la Confederación no han podido estar presentes. En consecuencia, cumplo con la 
obligación; mi nombre es Luis Bazzano y soy el Secretario Nacional de Organización de la 
Confederación. 


El planteo que queremos hacer en torno al proyecto de ley de Rendición de Cuentas, que ya 
formulamos en ocasión de discutirse en la Cámara de Representantes, tiene que ver con los primeros 
artículos que están en la Sección Il, Funcionarios. En realidad, deseamos expresar nuestro rechazo a 


los artículos 6%, 7% y 8%; pedimos que no se voten porque creemos que deberían ser parte del futuro 
proyecto de ley sobre Estatuto del Funcionario Público y Carrera Administrativa. 


Como ustedes saben, desde hace varios meses —más concretamente desde diciembre del 
año pasado-— estamos inmersos en una negociación con el Poder Ejecutivo en torno a estos temas y 
pensamos que deben seguir agotándose los esfuerzos para buscar acuerdos y encontrar soluciones 
para el contenido del proyecto de ley. 


Nos sorprendió mucho que un par de días antes de que el proyecto de ley de Rendición de 
Cuentas ingresara al Parlamento se nos comunicara que estos artículos iban, porque no se nos había 
anunciado absolutamente nada; por el contrario, se nos había dicho que estos temas no se iban a 
incluir en la Rendición de Cuentas sino que serían en otro proyecto de ley. Por lo tanto, debido a un 
tema de forma, pero también de contenido, creemos que no sería bueno que estos artículos, que 
echan importantes bases para la discusión futura, estén incluidos en el presente proyecto de ley. Se 
nos argumentó que había justificaciones de carácter constitucional para hacerlo, y particularmente se 
hizo referencia al literal B) del artículo 214 de la Constitución de la República. Sin embargo, pensamos 
que si bien eso puede ser cierto, también lo es que de aplicarse estrictamente el mencionado literal del 
artículo 214, lo que tendría que estar en este proyecto de ley de Rendición de Cuentas es todo el 
sistema escalafonario y la escala retributiva, Inciso por Inciso, cosa que no sucede; simplemente se 
incluyen algunos elementos que habilitan al Poder Ejecutivo a procesarlo después. Es cierto que en la 
Cámara de Representantes se incluyó un último párrafo en los artículos 6”, 7* y 8%, que establece: “La 
presente disposición entrará en vigencia una vez aprobada la ley sobre carrera administrativa”, es 
decir, la futura ley de Estatuto del Funcionario Público. Lo que planteamos en la Cámara de 
Representantes y en el Senado es que, de persistir estos artículos en el proyecto de ley, deberán ser 
sometidos a negociación cuando llegue el momento de discutir el Estatuto; entonces, que la aprobación 
de las disposiciones no dé por cerrada la discusión sobre aspectos fundamentales que tienen que ver 
con las condiciones de trabajo y la carrera administrativa de los funcionarios públicos. Lo que estamos 
planteando ya lo expusimos en la Cámara de Representantes; queremos dialogar con el Parlamento 
cuando se considere el proyecto de ley a los efectos de enriquecer la discusión y tratar de encontrar 
salidas, porque tenemos algunas diferencias con el Poder Ejecutivo. En ese sentido, hablamos con las 
Comisiones correspondientes y con los señores Senadores y señoras Senadoras de las distintas 
Bancadas. 


Con respecto a otras disposiciones del proyecto de ley de Rendición de Cuentas, queremos 
señalar, por ejemplo, nuestra diferencia con el artículo 4*, que se refiere al provisoriato, que es la vía 
de ingreso prevista en la Ley N* 18.719. Pensamos que el plazo de un año y medio que se 
establece para el provisoriato, durante el cual se pone a prueba a una persona que ingresa a la 
Administración, es excesivo, y proponemos un artículo sustitutivo para que ese lapso se reduzca a seis 
meses. Consideramos que ese tiempo es suficiente para efectuar una evaluación del comportamiento y 
las aptitudes del funcionario titular de ese provisoriato. Asimismo, planteamos cómo realizar la 
evaluación del provisoriato porque queremos darle garantías al trabajador que ingresa a la 
Administración Central. En el artículo original bastaba con la opinión del jerarca correspondiente; 
creemos que en la Cámara de Representantes se introdujo una mejora en el sentido de que se hizo 
lugar a la integración de un representante sindical como veedor adjunto al tribunal que va a realizar la 
evaluación al final del período, pero sostenemos que el delegado de la organización sindical más 
representativa debería ser un miembro pleno de ese tribunal. También nos preocupa que ese tribunal 
de evaluación —tenga o no representación de los trabajadores— va a actuar al final del período, pero 
durante el tiempo en que se desarrolle el provisoriato bastará la voluntad unilateral del jerarca o de la 
“autoridad competente”, como dice el texto aprobado en la Cámara de Representantes. Pensamos 
que esto expone muchísimo al funcionario, dado que podría haber un margen de discrecionalidad y 
arbitrariedad muy importante y que siempre debería actuar el tribunal de evaluación. Cuando se 
considere que hay elementos suficientes para rescindir el contrato del trabajador en cuestión, este 
debería ser sometido a una evaluación que vaya más allá de la del jerarca o la autoridad competente y, 
en todos los casos la resolución para cesar al provisorio deberá ser fundada. 


Asimismo, traemos una propuesta con respecto a la regularización de algunos miles de 
trabajadores y trabajadoras que hoy son titulares de contratos que nosotros consideramos precarios. A 
este respecto, sugerimos un artículo sustitutivo que permitiría la presupuestación de todos los 
funcionarios que ingresaron a la Administración por los artículos 52 y 55 de la Ley de Presupuesto y 
por los artículos 6% y 105 de la Ley N* 18.834, Ley de Rendición de Cuentas del año pasado. En la 
inmensa mayoría de los casos se trata de funcionarios que hace años están trabajando para la 


Administración Pública; algunos han dado más de un concurso para ingresar y todos entraron por 
procedimientos que consideramos legítimos. Por eso sugerimos este artículo que faculta al Poder 
Ejecutivo a presupuestar a todos aquellos trabajadores que tienen un vínculo contractual de 
dependencia respecto al Estado al 31 de diciembre de 2010 y que al día de hoy continúan prestando 
funciones. 


A su vez, queremos pedir que se modifique el artículo 53, porque nos preocupa mucho que 
por esa vía estén ingresando cada vez más funcionarios y que, de alguna manera, se rompa el 
equilibrio o el balance entre quienes son contratados y quienes son presupuestados, en perjuicio de un 
montón de trabajadores que al ser contratados no tienen derecho a la carrera administrativa y tienen 
vedada la posibilidad de acceder a una serie de beneficios que el resto de los trabajadores cobra, en 
algunos casos por desempeñar tareas especiales, como la nocturnidad, el trabajo en días inhábiles, el 
quebranto de caja, etcétera. 


Por último —y antes de que mis compañeras hagan uso de la palabra— quería hacer 
referencia al artículo 9”, que establece el redireccionamiento de créditos que ya estaban previstos en la 
Ley de Presupuesto a través del artículo 753. Estamos hablando de $ 200:000.000 que en principio se 
habían asignado para financiar las reestructuras, que durante estos años no se realizaron. Las tres 
famosas reestructuras piloto que se habían previsto eran la del Ministerio de Industria, Energía y 
Minería; la del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, y la del Ministerio de 
Salud Pública, y había una cuarta del Mides. Nos habían dicho que se ¡iban a hacer en julio del año 
pasado; ha pasado más de un año y todavía no tenemos noticia de que estén prontas. El Parlamento 
había destinado ese dinero para aquel fin, pero pensamos que se debe autorizar al Poder Ejecutivo 
para que disponga de él a los efectos de incrementar el salario de los trabajadores de la Administración 
Central, porque en lo que va de este período y en virtud del artículo 4” de la Ley de Presupuesto, solo 
hemos tenido el ajuste por IPC. 


En caso de que no se pueda disponer de este dinero —que en el futuro se va a utilizar para la 
financiación de una nueva escala salarial, planteamos que estos $ 200:000.000 se distribuyan como 
economías ya que, en el mejor de los casos, se utilizarían a partir del 1” de enero del año que viene. 


Muchas gracias. 


SEÑORA FREGOSSI.- Agradezco que nos hayan recibido. Como Secretaria de Asuntos Gremiales del 
Consejo Directivo de COFE quiero ampliar lo que dijo el señor Bazzano respecto al aditivo que la 
Confederación está proponiendo y que refiere a la regularización de los contratos precarios. Me parece 
importante destacar que son un poco más de dos mil contratos, porque se manejó un número mucho 
mayor de contrataciones con el Estado, que incluyen a la Administración Central, Entes y Servicios. 
Reitero que nosotros estimamos que la Administración Central tiene unos dos mil contratos precarios. 
Se trata de personas que cumplen funciones permanentes y, en virtud de la aplicación de la legislación 
vigente, entendemos que a tareas permanentes, funcionarios permanentes. Es gente que han sido 
capacitada durante mucho tiempo y hay casos de personas que desde hace cuatro o cinco años vienen 
ejerciendo su función. El Estado ha invertido en su capacitación, les ha renovado los contratos y, como 
dijo el señor Bazzano, han accedido a la función por mecanismos legítimos. 


Nuestra premura para que se regularicen estos contratos se debe a que, de acuerdo con los 
plazos constitucionales, esta sería la última Rendición de Cuentas en la que ello se podría hacer, ya 
que el año anterior a las elecciones no se puede generar vacantes. El grueso de los contratos 
comenzará a caer a partir del año que viene, y fundamentalmente en el 2014. En función de esta 
proyección y al no poderse generar las vacantes correspondientes, transcurrirían los años 2014, 2015 y 
2016 —por las previsiones que se deben hacer— sin la posibilidad de nuevos ingresos de personal a la 
Administración. Esta situación generaría un caos, ya que generalmente estas personas desempeñan 
funciones en áreas estratégicas y fundamentales para la Administración -tales como atención al público 
y liquidación de haberes, entre otras—, que harían caer servicios enteros en algunos Ministerios. De 
ahí, pues, la premura de que esto se regularice cuanto antes. 


Asimismo, consideramos que estas personas, en virtud de la experiencia adquirida, no 
deberían pasar al “provisoriato” sino a la presupuestación directamente. Con respecto al “provisoriato”, 
entendemos que desde el punto de vista constitucional y legal se deben dar las máximas garantías 
para el ingreso —esto es, para el concurso y demás-—, así como también durante el período de prueba. 


Por esta razón solicitamos la implementación de un tribunal. En caso de que, tal como lo establece el 
artículo, la autoridad correspondiente entienda que el funcionario no es competente, se debería dictar 
una resolución fundada y darle a conocer las razones de su incompetencia, de forma de otorgar las 
debidas garantías para ambas partes, es decir, tanto para la Administración como para el funcionario. 


SEÑOR PENADÉS.- La exposición ha sido muy clara. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con 
Hacienda comunica que toda la información brindada será tenida en cuenta a la hora de votar el 
proyecto de ley que está a consideración. 


SEÑOR BAZZANO.- Agradecemos una vez más que nos hayan recibido y quedamos a disposición de 
los señores Senadores por si desean profundizar o recabar nuestra opinión sobre algún tema. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos su presencia en este ámbito. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Confederación de Organizaciones de 
Funcionarios del Estado — COFE.) 


(Ingresan a Sala los representantes de la Asociación de Funcionarios de la Universidad del 
Trabajo del Uruguay — AFUTU.) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con 
Hacienda, abocada al estudio del proyecto de ley de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución 
Presupuestal correspondiente al Ejercicio 2011, da la bienvenida a los representantes de la Asociación 
de Funcionarios de la Universidad del Trabajo del Uruguay (AFUTU) para realizar su planteo con 
respecto a este tema. 


SEÑOR NEBRIL.- Buenos días a todos. 


Soy Secretario de Prensa y Propaganda de la Asociación de Funcionarios de la Universidad 
del Trabajo del Uruguay. 


En distintas ocasiones hemos tenido la posibilidad de plantear a los señores Senadores la 
visión que desde nuestro sindicato tenemos con respecto al tema económico y presupuestal, y en esta 
oportunidad queremos hacerlo de la manera más concreta posible. 


En la hoja que hemos entregado a los señores Senadores encontrarán el detalle de seis 
puntos, base medular de lo que a la Universidad del Trabajo del Uruguay y al sindicato en especial, les 
resulta, ya no de importancia —porque creemos que la UTU tiene un vasto espectro para determinar la 
importancia de sus temas-, sino prioritario en este momento. 


El primer punto se refiere al gran tema de la atención de las inequidades salariales. Sabido 
es que la Universidad del Trabajo del Uruguay ha sido postergada muchas veces en su crecimiento 
económico y presupuestal, a pesar de desempeñar una función tan vasta y transversal al resto del país 
que requiere una inversión de mayor relevancia en el dictado de sus clases. 


El segundo punto tiene que ver con el cupo de los alumnos en el ámbito educativo, de forma 
que permita el desarrollo de la docencia en profundidad y a cabalidad. 


SEÑOR FIGUEROA.- Queremos señalar algunos aspectos puntuales. 


Creemos que el presente presupuesto es uno de los más relevantes de los últimos tiempos 
para la educación. No estamos diciendo que haya presupuestos que no sean importantes, sino que 
este aún es altamente insuficiente. Prueba de ello es el preconflicto que se ha generado en estos días 
con los trabajadores no docentes de nuestra institución por el problema de las inequidades. Existen 
funcionarios en otros subsistemas —por ejemplo, el Codicén— que realizan la misma función que 
nuestros trabajadores pero cobran un salario mayor. Justamente estamos reclamando que a igual 
función, igual remuneración para todos los trabajadores de la educación. 


En el ámbito de la docencia, a nivel de Enseñanza Secundaria y de UTU, también existen 
inequidades y resultan perjudicados los de UTU. Esta situación no se puede corregir si no se mejora el 
presupuesto de la educación. 


El presupuesto enviado por el Codicén a estudio del Parlamento es varias veces mayor que 
el remitido por el Poder Ejecutivo, pero aun así resulta insuficiente y no podrá corregir todos los 
problemas que tiene el sistema. El tema planteado por el compañero Nebril, relacionado con la 
cantidad de alumnos por aula, es un problema estratégico para tener una enseñanza de calidad. Otro 
aspecto a tener en cuenta es el multiempleo. Nuestros trabajadores y docentes trabajan en más de un 
subsistema —por ejemplo, en Secundaria y en UTU- y algunos lo hacen hasta sesenta horas 
semanales, lo cual lleva a un promedio de 500 alumnos por año. Por tanto, cuando terminan de 
conocer a los alumnos, ya está culminando el año. Eso no es dar una enseñanza de calidad, pero se 
puede corregir dando mejor presupuesto. Los docentes deben trabajar 20 horas y los no docentes 30 
horas. Reitero, el problema que tiene la educación no se corrige dando mayores beneficios a los 
trabajadores no docentes, como partidas especiales para que cobren más trabajando más. Si hace 
falta contar con mayor número de funcionarios, habrá que mejorar el presupuesto para que se tomen 
más docentes. Para jerarquizar la carrera hay que lograr que los docentes trabajen 20 horas y los no 
docentes 30 horas, a cambio de un salario digno. 


SEÑORA NEDOV.- En la misma línea de pensamiento de mis compañeros, otros puntos a atender son 
la falta de funcionarios, los problemas edilicios y el crecimiento aritmético en UTU de 7.000 estudiantes 
por año. 


Como los señores Senadores sabrán, los cursos de UTU son muy aceptados por los 
alumnos porque les abren muchas puertas, como la posibilidad de acceder a becas que les faciliten el 
camino para poder trabajar. 


Yo pertenezco al sector no docente que actualmente se encuentra en un preconflicto, no 
porque no haya suficiente dinero sino porque la distribución que se hace no es la mejor. El Codicén 
concentra una masa de dinero muy grande que no distribuye a los desconcentrados. Además de la 
tabla de sueldos, que es común a todos, hay una tabla de compensaciones para los funcionarios del 
Codicén. Desde los años noventa, las compensaciones fueron una forma de resarcir a los funcionarios 
de los Escalafones D y E —personal técnico y especializado— porque la carrera estaba trunca, en tanto 
no se llamaba a concurso ni se pedían nuevamente esos cargos. Nuestra aspiración es que se trabaje 
seriamente en la creación de cargos para que estemos en condiciones de concursar por los 
escalafones en los que trabajamos, ya que hoy solo podemos hacerlo por el Escalafón C. Esta 
situación nos genera problemas con otros compañeros porque todos queremos cobrar un poco más. 


Es difícil que la prensa entienda qué es lo que ocurre y por eso el otro día grafiqué la 
situación con la gente que trabaja en la construcción. Un medio oficial gana lo mismo que otro sin 
importar si está en Artigas o en Montevideo. En la UTU la situación no es igual porque un medio oficial 
que trabaja en el Codicén cobra mucho más que el que lo hace en un desconcentrado; diríamos que 
este último gana como si fuera un peón. Eso está mal, no puede ser así. Nosotros no estamos pidiendo 
que se nos compense a todos para ganar más, sino que se nos pague igual por la misma tarea. 


SEÑOR NEBRIL.- Para lograr concretar estas aspiraciones a través de la voluntad legislativa es 
necesario recordar que, para un mejor funcionamiento, la Universidad del Trabajo debe contar con 
algunos mecanismos, como la autonomía económica y de gestión —no me refiero a la autonomía que 
fue abolida en su etapa de creación— que solucionen en forma más rápida los temas burocráticos que 


muchas veces son los que inhiben o generan las compensaciones, las desigualdades y los conflictos 
que hoy en día estamos afrontando. Dentro de lo que sería el incremento presupuestal para sanear y 
solucionar estos inconvenientes —lo vamos a decir a pesar de que este no sea el ámbito—, debería 
tener autonomía financiera y de gestión para permitir una mejor movilidad dentro del sistema educativo. 


SEÑOR OLIVERA.- Respecto a los concursos, voy a hacer hincapié en algo que es muy importante. 
La gran mayoría de los docentes de la Universidad del Trabajo del Uruguay son interinos; existe un 
75% de interinos y un 25% de efectivos. Estos trabajadores no tienen estabilidad laboral y su carrera 
docente se encuentra truncada porque no pueden desempeñar los distintos cargos para los que están 
capacitados. Tampoco pueden acceder a los mismos beneficios que tienen los efectivos; por ejemplo, 
como no tienen estabilidad laboral, no pueden conseguir créditos que les permita tener una casa 
propia. 


Es cierto que los docentes trabajan 60 horas. Sería fundamental que ellos pudieran dedicar a 
sus alumnos una determinada cantidad horaria —me refiero a 20 horas—, porque hay que tener en 
cuenta que no se trata solo de las horas aula, ya que para no improvisar hay que preparar las clases. 
De acuerdo con esto, los $ 10.000 que ganan los docentes por 20 horas de trabajo no les alcanza para 
vivir. Ahí comienza el gran problema de la enseñanza, porque deben tener 40, 50 y en algunos casos 
hasta 60 horas -—algo totalmente antipedagógico—, con grupos superpoblados donde es imposible 
trabajar. Hoy en día este es el gran desfase que sufre la educación en nuestro país. Por eso la UTU 
está pidiendo que la gente pueda concursar para que tenga estabilidad laboral. 


No hacemos estos pedidos por un simple capricho o para crear problemas, sino porque 
queremos solucionar esto para tener una enseñanza mejor. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si nadie más hace uso de la palabra, agradecemos la presencia de la 
delegación y adelantamos que vamos a tener cuenta todo el material que se nos ha proporcionado. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Asociación de Funcionarios de la Universidad del 
Trabajo del Uruguay —Afutu.) 


(Ingresan a Sala representantes de Anmype.) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con 
Hacienda que tiene a estudio el proyecto de ley de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución 
Presupuestal, Ejercicio 2011, tiene mucho gusto en recibir a la Asociación Nacional de Micro y 
Pequeñas Empresas, Anmype, y a la Confederación Empresarial del Uruguay. 


Les ofrecemos la palabra. 


SEÑOR DURANTE.- Anmype es una organización gremial sin fines de lucro, al igual que la 
Confederación Empresarial del Uruguay. Nuestra Asociación fue fundada en 1988, o sea que tenemos 
veinticuatro años de trayectoria. La Confederación tiene algunos años más y su actividad principal se 
desarrolla en el interior del país, nucleando a los centros comerciales de todos los departamentos, 


mientras que la nuestra se despliega básicamente en Montevideo. Hemos aunado esfuerzos en torno 
a una visión estratégica para impulsar el desarrollo de políticas para la micro y pequeña empresa en 
todo el territorio nacional. Hay que tener en cuenta que, según los datos que surgen del BPS, la micro y 
pequeña empresa constituye el 97% de las unidades económicas del país y supone el 49,6% de 
ocupación de mano de obra. 


A continuación, voy a pasar a leer un material que hemos traído. Dice así: 


“Visto: que uno de los lineamientos estratégicos de Anmype y CEDU es incidir en los ámbitos 
y organizaciones inherentes al diseño e implementación de políticas hacia el espacio Mipymes. 


Considerando: que Inefop es un organismo donde se implementan políticas hacia el sector 
Mypes, especialmente a través de sus Programas 'Emprende Uruguay” y 'Fomypes”; que existe un 
gran potencial de desarrollo de programas y proyectos hacia el espacio y que el correcto diseño de los 
mismos requiere de la contribución y la interpretación de las necesidades de las distintas gremiales y 
sectores de actividad; que solo a través del trabajo de las gremiales sectoriales y del diseño de 
programas y proyectos que solucionen necesidades específicas se puede sensibilizar a aquellos micro 
y pequeños empresarios que no tienen una cultura de uso de estos programas sobre su utilidad e 
importancia; y que en función de que nuestras instituciones, dada su trayectoria, sus capacidades 
actuales y su representación del sector, pueden operar como articuladoras de estas políticas, 
otorgando mayor orientación, cobertura, accesibilidad e impacto de los diferentes programas y 
proyectos. 


Proponemos: considerar la participación de Anmype y CEDU en la dirección del Inefop, de 
modo de representar al sector e implementar programas y proyectos dirigidos hacia las micro y 
pequeñas empresas nacionales; activar la cooperación, el apoyo crediticio y seguimiento técnico a las 
iniciativas de emprendimientos productivos generadores de empleo decente, pudiendo para ello 
establecer fondos rotatorios o garantizar los créditos con recursos del Fondo de Reconversión Laboral 
-según lo establecido en el literal |) del artículo 2% de la Ley N* 18.406- de modo de generar las 
condiciones para impulsar distintos tipos de iniciativas Mypes de alcance nacional, como ser 
incubadoras de empresas, programas de desarrollo local, entre otros; y, participar en la distribución 
equitativa para todas las gremiales empresariales del Fondo para la Capacitación logrado a través de 
la negociación colectiva”. 


Debo agregar que en este momento, Anmype, CEDU y la Cámara de Turismo comparten una 
casa que nos fue cedida en comodato por el Banco de Previsión Social, así como en otras 
oportunidades lo hizo con los jubilados y el PIT-CNT. Allí pensamos desarrollar una serie de 
actividades, como conferencias, cursos, ventanillas únicas y ventanillas de crédito, para el estímulo y 
apoyo a la micro y pequeña empresa. Estamos por mudarnos y hacer uso de ese beneficio que, repito, 
nos ha sido otorgado por el BPS. 


Muchas gracias. 


SEÑOR YARZA.- La CEDU, a través de Anmype, se excusa por no haber venido; ocurre que sus 
representantes se encuentran en Salto y han tenido dificultades para viajar. 


Se nos había sugerido redactar un texto sobre nuestra participación en la dirección del Inefop 
para incluirlo en la ley, pero como se trata de un planteamiento muy concreto el que hemos hecho, nos 
pareció que no era necesario. En cambio, sí consideramos pertinente hacer referencia a los fondos 
rotatorios. Sabemos que el Inefop maneja un fondo importante como para desarrollar sus actividades; a 
tal punto es así que casi todos los años hay superávit, pero ocurre que el dinero de los fondos 
rotatorios no ha sido volcado a nuevos emprendimientos o a emprendedores. Entendemos que es una 
buena oportunidad para que muchos emprendedores del país puedan tener acceso financiero; también 
es una forma de generar empleo decente, como lo establece el literal |) del artículo 2% de la Ley N* 
18.406. Nos parece que la asignación de alrededor de un 10% del Fondo total del Inefop —esto es, 
algo así como US$ 5:000.000- sería una inyección para muchos emprendedores que no tienen acceso 
a un capital inicial y así podrían llevar adelante su proyecto. Sería, pues, un aporte a la generación de 
empleo y al mercado interno que tanto necesita el Uruguay. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no hay otras consideraciones, les agradecemos mucho la participación y 
vamos a tener en cuenta el documento que nos han acercado, que seguramente servirá de insumo 
para la discusión del proyecto de ley. 


(Se retiran de Sala los representantes de Anmype.) 


(Ingresa a Sala la delegación del Instituto Uruguayo de Estudios Tributarios.) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto Integrada con 
Hacienda del Senado da la bienvenida, en el estudio del proyecto de ley de Rendición de Cuentas y 
Balance de Ejecución Presupuestal, Ejercicio 2011, a la delegación del Instituto Uruguayo de Estudios 
Tributarios integrada por el Secretario, contador Nicolás Juan, y por los Consejeros, doctores Alberto 
Varela y Mario Ferrari. 


SEÑOR FERRARI (Mario).- Muy buenos días y gracias por recibirnos. 


Antes de comenzar, quiero disculpar al Presidente del Instituto, doctor José Luis Shaw, que 
en estos momentos se encuentra de viaje en España, razón por la cual no ha podido concurrir 
personalmente. 


El Instituto Uruguayo de Estudios Tributarios es un instituto científico que se ocupa, en 
general, del estudio de las normas de Derecho Tributario y no tiene por costumbre realizar 
pronunciamientos acerca de la procedencia o conveniencia de las normas que dicta el Parlamento. 
Solo lo hacemos en situaciones excepcionales en las que creemos que pueden verse afectados los 
derechos del contribuyente como individuo, es decir, sus derechos humanos. Creemos estar ante esta 
hipótesis en relación a algunos artículos que están proyectados en esta Rendición de Cuentas. 
Concretamente, nos referiremos a los artículos 279, 280, 281, 285 y 287. 


Nuestro Código Tributario regula las relaciones entre el contribuyente y el fisco de una 
manera que nos parece correcta, balanceando el justo derecho que tiene la administración tributaria a 
la fiscalización y el control de los créditos —con la importancia que tiene esta función—, con los derechos 
del contribuyente, para que ello se haga con las debidas garantías en atención a su calidad de persona 
humana. Este balance es muy delicado ya que supone un sistema de contrapesos que creemos que 
nuestro codificador ha plasmado en forma muy avanzada, sobre todo en relación a otros Derechos. 
Paulatinamente, se han ido agregando normas al Código Tributario que, a nuestro juicio, han ido 
afectando dicho balance en la medida en que han potenciado ciertas potestades del fisco con la 
correlativa disminución de las garantías del contribuyente. 


Las normas a las que haremos referencia son pasibles, en general, de dos reproches 
fundamentales: en primer lugar, su propia inclusión en la Rendición de Cuentas, lo que supone la 
imposibilidad de un estudio detallado, minucioso y separado de las normas estrictamente 
presupuestales. Estas no lo son y, por lo tanto, reiteramos que afectan las garantías de las personas. 
En segundo término, estas normas realizan una discriminación entre las administraciones tributarias en 
la medida en que otorgan a la Dirección General Impositiva potestades que no tienen otros organismos 


recaudadores -es el caso, por ejemplo, del Banco de Previsión Social-, lo que técnicamente, a nuestro 
juicio constituye un desacierto. 


A continuación me referiré al articulado. El artículo 279 se refiere a las posibilidades que tiene 
la Administración de solicitar información a terceros; dicha información está prevista en el artículo 68 
del Código Tributario. A nuestro juicio, la intensificación de las potestades que otorga esa disposición 
es pasible de varias críticas. En primer lugar, a partir de la utilización del vocablo “autorizar” en tiempo 
presente, se da a la norma un carácter pretendidamente retroactivo. En segundo término, se deja fuera 
de toda reserva la información protegida por la Ley de Protección de Datos Personales, lo que a 
nuestro juicio infringe directamente la Constitución de la República. En tercer lugar, convalida algunas 
prácticas que ya viene llevando a cabo la Dirección General Impositiva, por ejemplo, en materia de la 
información que se pide a las instituciones de enseñanza y deportivas. Peor aún es que no solamente 
se les solicita información sino que, en la práctica, se las obliga a procurarla, lo que excede claramente 
sus deberes como terceros para con la Administración. 


El artículo 281 refiere a la infracción de contravención que pena, simplemente, la comisión de 
omisiones o apartamientos meramente formales de las normas, por ejemplo, sobre documentación, 
sosteniendo, a nuestro juicio, un criterio reñido con los principios más elementales del Derecho Penal. 
A modo de ejemplo, si una factura tiene un pie de imprenta vencido o algún otro defecto, en la medida 
en que el contribuyente haya emitido 100 o 1.000 facturas, establece que cada una de ellas va a 
tipificar por sí misma una contravención, ignorando el principio de la continuidad y que, en realidad, en 
este caso se trataría de una sola contravención, es decir, de una sola falta agravada por la continuidad. 
Este último criterio es el que ha sostenido el Tribunal de lo Contencioso Administrativo y esta ley lo que 
hace es enmendarle la plana a este tribunal. Técnicamente, esta norma nos parece defectuosa; 
además, establece una sanción que puede llegar hasta mil veces el monto de la contravención común, 
lo que implicaría la suma de $ 4:750.000 en la actualidad. En algunos casos, esta sanción puede ser 
mucho más grave que la que se impone, por ejemplo, por defraudación. Y, sobre todo para los 
pequeños contribuyentes, significa el establecimiento de una infracción objetiva y de difícil superación. 


El artículo 285 añade a la facultad que ya tiene la administración tributaria, muy criticable, de 
suspender la vigencia de certificados de estar al día, otra hipótesis que es cuando las sociedades no 
presentan sus balances para la Auditoría Interna de la Nación. Esto no tiene nada que ver con lo 
tributario; además —fíjense los señores Senadores— podría suceder que a una empresa que esté al día 
se le niegue la expedición del certificado de estarlo por incumplir una norma que nada tiene que ver 
con lo tributario y con el control de los tributos. 


El artículo 287 vuelve a establecer esta infracción de contravención agravada de hasta $ 
4:750.000 para el caso de incumplimiento de deberes formales en materia de precios de 
transferencias, sin aclarar demasiado. Esta sanción también nos parece poco técnica y carente de 
proporcionalidad. 


A continuación, me gustaría que el doctor Varela se refiriera al artículo 280, que es la norma 
que consideramos pasible de mayores críticas. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Quiero aclarar que la numeración de los artículos del repartido que trajo el 
instituto ha cambiado. 


(Dialogados) 
SEÑORA PRESIDENTA.- De aquí en adelante, nos referiremos a la numeración correcta. 


SEÑOR VARELA..- Me voy a referir al artículo que ahora, en el proyecto de ley aprobado por la 
Cámara de Representantes, figura como 279. En realidad es demasiado grueso y difícil de ocultar, por 
más que cambiemos el número. Dice así: “La Dirección General Impositiva podrá solicitar el auxilio de 
la fuerza pública para el desarrollo de sus cometidos y garantía de seguridad personal de todos los 
participantes en la actuación inspectiva”. La última parte, donde dice: “y garantía de seguridad personal 
de todos los participantes en la actuación inspectiva” fue agregada en la Cámara de Representantes. 
En la propuesta original simplemente se establecía que se podrá solicitar el auxilio de la fuerza pública. 


En un Estado de Derecho, el uso de la fuerza pública lo dispone un Juez y no el Poder 
Ejecutivo. Este artículo consagra un gravísimo apartamiento del principio de separación de poderes al 
otorgar a un organismo del Poder Ejecutivo la potestad genérica de recurrir per se a la fuerza pública 
prescindiendo del contralor previo del Poder Judicial. El argumento utilizado a favor de la norma es que 
la DGI no usará la fuerza pública a menos que lo considere necesario; ahí está el problema. Quien va a 
determinar si es necesario utilizar la fuerza pública es la propia DGI, sin ningún tipo de contralor. 


SEÑOR MICHELINI.- Este artículo hoy no está aprobado, pero ¿qué impide que la DGI realice su 
trabajo contratando el servicio 222? 


SEÑOR VARELA.- Eso no se puede hacer. 
SEÑOR MICHELINI.- No está prohibido. 


SEÑOR VARELA.- Sí; está prohibido. Hay que pedir autorización a la Justicia. La DGI no puede ir con 
el servicio 222 por las dudas. 


La discusión en la Cámara de Representantes partió de supuestos como este, que realmente 
no se ajustan a la realidad. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Penadés) 


SEÑOR MICHELINI.- Pero hoy, por ejemplo, los funcionarios de la Intendencia o de la empresa que 
levanta autos en la calle van acompañados de personal policial. 


SEÑOR VARELA.- Está vigente la normativa y no se puede comparar multar vehículos en la calle con 
hacer una inspección. 


SEÑOR MICHELINI.- No hablo de multas; me refiero a levantar los autos y llevarlos en un camión. 


SEÑOR VARELA.- El punto es que quien determinaría si procede o no usar la fuerza pública sería un 
administrador y no un juez, como sucede en la actualidad. La DGI se va a transformar en juez y parte, 
decidiendo por sí y ante sí la utilización de la fuerza durante el ya de por sí intrusivo y friccionado 
proceso inspectivo. 


Como argumento también se ha dicho que esta norma solo intenta proteger la integridad 
física de los funcionarios. La verdad que el argumento es tan atractivo como falaz. La normativa 
vigente ya protege adecuadamente a los funcionarios públicos que intervienen en las inspecciones. Los 
funcionarios de la DGI no tienen por qué correr ningún tipo de riesgo en el desarrollo de las 
inspecciones. Ante cualquier resistencia de los contribuyentes, deben solicitar una orden de 
allanamiento a la Justicia que, de hecho, la otorga muy rápidamente. 


Por último, se intenta justificar esta norma diciendo que la función recaudatoria de la DGl es 
esencial para el funcionamiento del Estado. Eso es cierto; es verdad. Sin embargo, eso no justifica que 
se otorgue un permiso irrestricto para acudir a la fuerza. Sin esta facultad de acudir a la fuerza la 
evasión del IVA bajó un 64% acumulado en los últimos ocho años y es —cito textualmente— “por 
segundo año consecutivo la más baja de América Latina y de nuestra historia”. Así fue manifestado, en 
reiteradas ocasiones, por la propia DGI. En este contexto resulta muy difícil entender la razón que ha 
llevado a impulsar una norma inconstitucional que quiebra el principio de separación de Poderes. 


El Instituto Uruguayo de Estudios Tributarios entiende que estas normas suponen 
cuestionables limitaciones a los derechos individuales, otorgan facultades exorbitantes al fisco y crean 
sanciones injustificadas a los contribuyentes. Está claro que estas cinco normas no pueden ser 
analizadas seriamente en medio de un proyecto de Rendición de Cuentas con más de 300 artículos y 
dentro de los plazos constitucionales breves previstos para leyes de naturaleza presupuestal. Debe 
desterrarse esta pésima costumbre de usar leyes de presupuesto o de rendición de cuentas como 
vehículos para incluir subrepticiamente normas que limitan derechos individuales de los contribuyentes. 


El artículo 216 de la Constitución de la República es sabio en esta materia y por eso ordena 
lo siguiente: “No se incluirá ni en los presupuestos ni en las leyes de Rendición de Cuentas, 
disposiciones cuya vigencia exceda la del mandato de Gobierno ni aquellas que no se refieran 
exclusivamente a su interpretación o ejecución.” En ese sentido, el Instituto Uruguayo de Estudios 
Tributarios recomienda firmemente que estos cinco artículos sean desglosados del proyecto de ley de 
Rendición de Cuentas, no para ser rechazados, sino para que sean discutidos con la seriedad que 
reclama un ordenamiento jurídico serio como es el uruguayo. 


Por último, el Instituto quiere hacer notar a los señores Senadores que en la última década 
se ha observado una inusitada y preocupante acumulación de poderes en manos del fisco, y en 
particular de la DGI, que dan por resultado una relación totalmente desbalanceada. A fin de intentar 
recomponer el debido balance que debe existir en este relacionamiento, sería sano legislar para 
reforzar los derechos de los contribuyentes. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero dejar una constancia. 


Quizás los representantes del Instituto Uruguayo de Estudios Tributarios tienen razón y es 
inconveniente incluir estos artículos en el proyecto de ley. No estoy discutiendo eso; tampoco olvido 
que son especialistas en estos temas y es verdad que los Estados deben tener un equilibrio entre los 
contribuyentes y el fisco, que es el que tiene la obligación de controlar si hay evasión. No discuto eso; 
es más, hasta se podría decir: “Mire, con respecto a la parte impositiva, es notoriamente inconveniente 
que el funcionario policial esté al lado”. Quizás tengan razón y no es mi interés discutir este aspecto; lo 
que digo es que podemos entrar en un camino complejo si tenemos que pensar que para trabajar con 
la fuerza pública hay que consultar a un juez. En Montevideo, por ejemplo, los inspectores de feria son 
acompañados por personal policial, y me arriesgo a decir que en ningún momento se le pidió 
autorización a un juez. El Ministerio del Interior o la Jefatura de Policía también disponen de personal 
para los espectáculos públicos, y para ello tampoco se pide permiso a un juez. Esto no significa que no 
tengan razón en este punto específico, pero creo que es complicado pensar que la fuerza pública solo 
puede funcionar en todos los casos y circunstancias con autorización del juez. Está claro que esto no 
quiere decir que si se produce un delito no se dé cuenta al juez rápidamente. Eso es otra cosa. Por un 
lado, tenemos al inspector de feria que va con el policía, y todo ocurre normalmente y, por otro, al 
funcionario que frente a un hecho equis eleva un informe a su superior y este al juez competente. 


Por otro lado, quiero hacer una reflexión respecto al artículo 284, que comienza diciendo 
“Agrégase como inciso final”, y que quizás no es de los más importantes. A mi entender los dos últimos 
incisos del artículo 80 del Título 1 del Texto Ordenado habilitan la suspensión de la expedición de 
certificados. Sé que son cosas distintas, pero no veo el caso con tal gravedad. De cualquier manera, 
me gustaría que nos pudieran alcanzar más fundamentos o algún estudio al respecto —más allá de que 
ya nos han acercado material- ya que para nosotros sería de mucha importancia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de dar la palabra a los representantes del Instituto Uruguayo de 
Estudios Tributarios para dar respuesta a los requerimientos del señor Senador Michelini, me permito 
recordar a los señores Senadores que el objetivo de esta reunión es escuchar a las delegaciones y no 
debatir con ellas con relación a los temas que se plantean, porque evidentemente podríamos 
desviarnos del objetivo central, que es permitir que las delegaciones se explayen sobre los puntos de 
vista respecto de los artículos a tratar en la Rendición de Cuentas. 


SEÑOR MICHELINI.- Tiene razón, señor Presidente. 


SEÑOR AMORÍN.- Mi razonamiento va en la misma línea de lo que ha planteado el señor Presidente. 
Nosotros estamos aquí para hacer preguntas a las delegaciones. 


Ahora bien, me gustaría dejar la siguiente constancia. Cuando estuvo presente el Director 

General de Rentas hicimos apreciaciones similares a las que está realizando la delegación presente, y 
dicho jerarca manifestó que esto se iba a hacer con orden de allanamiento. Cuando manifestamos que 
eso debía agregarse al artículo, el asesor que estaba a su izquierda dijo que no lo iban a establecer en 
la norma. Pero claramente el Director General de Rentas —esto consta en la versión taquigráfica— 
manifestó que esto se pensaba utilizar de acuerdo con el Código Tributario, es decir, con orden de 


allanamiento. Tenía claro que esto era necesario. Como mencioné, el asesor que estaba a la izquierda 
de él —no sé quién es— dijo “No, no; esto no se puede poner en el artículo”. 


SEÑOR VARELA.- Quiero aclarar este tema. Hoy la Dirección General Impositiva no puede pasar por 
la seccional antes de hacer una inspección. Eso siempre ha sido así y lo es en la actualidad, hasta que 
se cambie con este artículo. 


No se puede comparar una inspección o una multa en la calle con abrir las puertas de una 
empresa, sentar a los inspectores y abrir toda la documentación de una empresa. Eso no se puede 
hacer con un policía al costado. Es una intimidación absolutamente innecesaria, como lo demuestran 
los bajísimos índices de defraudación que estamos teniendo. Es una facultad absolutamente 
innecesaria. Si hay un roce, no debido a que el contribuyente empiece a discutir sobre el fondo del 
asunto, sino porque no franquea el paso o no da determinados elementos de prueba, es ahí donde 
tiene que intervenir la Justicia. Esa es la garantía que tenemos todos nosotros como ciudadanos, que 
desaparece en el instante en que la DGI tiene un brazo armado, o el machete como extensión —es su 
razón, no digo que no la tenga— porque es muy difícil oponerse a las esposas, al machete o al revolver. 
No se puede trabajar así; y ese es el ambiente que estamos creando. Esta norma es absolutamente 
innecesaria. 


SEÑOR FERRARI (Mario).- Quería hacer una aclaración con relación a la otra norma. 


Es verdad que la potestad de suspender la vigencia de los certificados de estar al día ya 
existe —aunque por sí misma sea criticable— pero al menos está relacionada con incumplimientos 
tributarios. Aquí se faculta a la Administración a suspender la vigencia de certificados que acreditan 
estar al día con la Dirección General Impositiva por algo que no tiene nada que ver con estar o no al 
día, como es el hecho de omitir el registro de balances en la Auditoría Interna de la Nación. Entonces, 
el propio organismo se verá impedido o negará expedir un certificado de algo que, en realidad, pasa. 
Ese contribuyente puede estar perfectamente al día, pero se le va a negar el certificado de estar al día 
por un incumplimiento que no tiene que ver con la materia impositiva. Esa es la especificidad de esta 
modificación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Subcomisión de Audiencias agradece la visita del Instituto Uruguayo de 
Estudios Tributarios y los aportes realizados, que serán analizados oportunamente en la Comisión 
cuando ingresemos al tratamiento del articulado de la Rendición de Cuentas. 


(Se retira de Sala la delegación del Instituto Uruguayo de Estudios Tributarios.) 


(Ingresan a Sala los representantes de la Asociación de Defensores de Oficio del Uruguay.) 


(Ocupa la Presidencia la señora Senadora Dalmás) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con 
Hacienda, abocada al estudio de la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal, 
Ejercicio 2011, tiene el agrado de recibir a la Asociación de Defensores de Oficio del Uruguay para que 
realice sus planteos. 


SEÑOR FERRARI (Luis).- Buenas tardes y gracias a la Comisión por recibirnos. 


Soy el doctor Luis Ferrari, Presidente de la Asociación de Defensores de Oficio del Uruguay, 
que es una entidad gremial que cuenta con casi el 100% de los defensores públicos del país entre sus 
afiliados. 


A vía de presentación diremos que la Defensa Pública es una institución dependiente del 
Poder Judicial con presencia en todos los departamentos del país, por la cual se brinda una asistencia 
integral, esto es, en todas las materias y en todas las instancias y etapas procesales, a aquellas 
personas que no pueden pagar un abogado o, exclusivamente en los casos de materia penal —en 
Derecho Penal Juvenil y violencia doméstica— que no quieren pagarlo. 


Es por ello que deseamos destacar que el servicio de Defensa Pública actúa como una real 
garantía del acceso democrático a la Justicia, es decir, es la garantía de que toda la sociedad pueda 
acceder a la Justicia sin importar su condición socioeconómica, para hacer valer sus derechos. 


Creemos, por lo tanto, que el fortalecimiento de la Defensa Pública debería ser considerado 
como una política de Estado, tal como fuera recomendado, además, por dos recientes resoluciones de 
la OEA, cuyo seguimiento próximamente se encomendará a los Estados Miembros. 


La Defensa Pública de nuestro país fue pionera y ejemplo en América Latina, pero 
actualmente asistimos a un triste debilitamiento de este servicio, en contraposición con lo que sucede 
en el resto de los países de América Latina, donde los servicios de Defensa Pública se ven cada vez 
más fortalecidos. 


En el Uruguay contamos con tan solo 215 defensores públicos en todo el país, que atienden 
aproximadamente 250.000 casos al año, teniendo porcentajes muy altos de actuación en el sistema 
judicial. A vía de ejemplo, en materia penal y de ejecución penal rondamos el 90% o 95% de todos los 
casos del país, y tenemos muy altos porcentajes de actuación en violencia doméstica, con casi el 85% 
de los casos, así como en Justicia Penal Adolescente, rondando el 90%. En materia de familia y otras 
áreas —como la laboral- los porcentajes son menores. Por ejemplo, en Derecho de Familia el número 
de casos es mucho más amplio y, por lo tanto, tenemos una importante actuación en esa área. 


Con respecto al proyecto de Rendición de Cuentas que fuera aprobado por la Cámara de 
Representantes, debemos decir que no dedica ni un solo artículo a la Defensa Pública, por lo que no 
atiende ninguna de sus necesidades, especialmente la de ser fortalecida ante la creciente demanda de 
sus servicios por parte de la población más vulnerable. En el entendido de que la Defensa Pública 
brinda un servicio estratégico para garantizar el acceso igualitario a la Justicia y mantener así la real 
igualdad de derechos de todos los habitantes del país, especialmente de los más vulnerables, y de que 
este servicio no puede seguir debilitándose, creemos que el fortalecimiento de la Defensa Pública debe 
ser tomado como una política de Estado, y en tal sentido pensamos que en esta Rendición de Cuentas 
no pueden ignorarse sus necesidades. 


Por ello, y a los solos efectos de evitar futuras inconstitucionalidades por falta de iniciativa de 
la Suprema Corte de Justicia, nos referiremos al proyecto que fuera enviado por el Poder Judicial, y 
solicitaremos que se aprueben los siguientes artículos atinentes a la Defensa Pública. Aclaro que de 
esa iniciativa solo dos artículos fueron aprobados por la Cámara de Representantes. 


El artículo 1* refiere a un aumento del 14,28% para todos los funcionarios del Poder Judicial 
en lo que resta del quinquenio. Apoyamos esta iniciativa de la Suprema Corte de Justicia, pero 
creemos necesario que se establezca un aumento diferencial para el Escalafón VII, Defensa Pública, 
ya que fue excluido de los aumentos salariales que se otorgaron al Poder Judicial en el quinquenio 
anterior, 2005-2009. En efecto, la Defensa Pública fue excluida por la Suprema Corte de Justicia de la 
reestructura del Poder Judicial, que trajo aparejado, para todos los demás funcionarios del Poder 
Judicial -salvo la Defensa Pública— un importante aumento salarial que estuvo entre el 30% y el 40%. 
A su vez, la Defensa Pública también resultó excluida de la aplicación del artículo 454 de la Ley N* 
17.930, que otorgó una recuperación de los salarios reales públicos del 19,5% a todos los funcionarios 
públicos, con excepción del Poder Judicial —-decía la norma— en virtud de que ya había realizado su 
propia reestructura, que incluía la recuperación salarial de sus funcionarios. Vale decir que los 
integrantes del Escalafón VIl —Defensa Pública— quedamos excluidos, tanto de los aumentos del Poder 
Judicial por reestructura, como del de todos los funcionarios públicos que rondó, en el quinquenio 
anterior, el 19,5%, siendo nosotros los únicos funcionarios públicos que no tuvieron recuperación 
salarial en ese quinquenio. 


Este hecho fue reconocido por la propia Suprema Corte de Justicia en los Mensajes que 
enviara en posteriores Rendiciones de Cuentas, pero en los hechos, hasta hoy seguimos sin tener la 
recuperación salarial establecida para el quinquenio 2005-2009. Es de destacar que una reciente 
sentencia de Primera Instancia de un Juzgado Letrado en lo Civil ha reconocido esta realidad y ha 
condenado al Poder Judicial a resarcir este perjuicio, pero —claro está— solamente para los defensores 
que accionaron. Además, estamos hablando de una sentencia de Primera Instancia, que puede ser 
revocada en el fallo de Segunda Instancia. 


Ante esta grave inequidad que venimos sufriendo desde hace años, creemos que la única 
solución posible es la aprobación de ese aumento diferencial para el Escalafón VIl —Defensa Pública— 
para que, por lo menos, se nos otorgue para el futuro la recuperación salarial establecida para todos 
los demás funcionarios públicos. 


En cuanto al artículo 2” del proyecto, referido a la implementación del actualmente 
inexistente salario vacacional para todos los integrantes del Poder Judicial, lo apoyamos 
enfáticamente, ya que es una vieja reivindicación de todos los gremios que integran ese Poder. 


El cuanto al artículo 10, referido a la creación de dos cargos de defensor público de la capital 
para actuar ante la creación de dos Juzgados Letrados de Familia Especializados, debemos decir que 
lo apoyamos por ser absolutamente necesario dado el incremento en las tareas que desempeñamos y, 
además, a los efectos de brindar un mejor servicio. Consideramos que cada vez que se crea un 
Juzgado Letrado, se debería crear también un cargo de defensor público para que lo atendiera. 


También apoyamos el artículo 15, que tiene que ver con creaciones de cargo en el Escalafón 
VII en materia no penal; estamos hablando de dos cargos de defensor público de la capital y de catorce 
de procurador del interior, a partir del 1? de enero de 2013, así como de cinco de defensor público de la 
capital y catorce de procurador del interior para el 2014. Lo apoyamos por ser una necesidad del 
servicio, perfectamente relevada por la Suprema Corte de Justicia. En muchas Defensorías del interior 
no se cuenta con procurador y en Montevideo es notoria la insuficiencia de defensores públicos. 


A su vez, apoyamos el artículo 16, que plantea creaciones de cargo del Escalafón VII en 
materia penal; en este caso estamos hablando de seis de defensor público de la capital y seis del 
interior, a partir del 1? de enero de 2013, así como de seis de la capital y también seis del interior a 
partir del 1? de enero de 2014. Lo apoyamos por ser una necesidad ante la creciente demanda de 
nuestros servicios en materia penal y la falta de previsión en esta materia en la Ley de Presupuesto, ya 
que cuando esta se sancionó, se pensaba que sería rápidamente aprobada la reforma del Código del 
Proceso Penal, pero no fue así y no se previó la creación de cargos en esa materia. 


Igualmente apoyamos el artículo 17, que tiene que ver con creaciones de cargos de 
defensores suplentes. Actualmente no existen estos cargos por lo que, cada vez que un defensor se 
enferma o se inhabilita para cumplir sus tareas, la forma de solucionar el problema es recargando al 
otro defensor que está yendo a trabajar, asignándole las tareas del que falta. Indudablemente, esto va 
a redundar en un mejor servicio y, además, va a aliviar la tarea de los ya recargados defensores de 
oficio. 


En cuanto a las disposiciones que no apoyamos del proyecto de la Suprema Corte de 
Justicia, quiero decir que la primera es el artículo 9”, por estar referido al incremento de la partida de 
perfeccionamiento académico con destino exclusivamente a cargos del Escalafón ll —Profesional- no 
equiparados, del Poder Judicial. Actualmente, un defensor público cobra por este concepto 
aproximadamente la cuarta parte de lo que percibe, por ese mismo concepto, un juez letrado. 
Consideramos que es imprescindible que el importe que se recibe por este concepto sea idéntico al 
que perciben los señores jueces letrados, ya que la necesidad de perfeccionarse es la misma y tiene 
igual costo económico para todos los sujetos del proceso, quienes deberían estar en igualdad de 
condiciones. 


En este artículo se nos excluye del aumento de la partida de perfeccionamiento académico, 
por lo que el Escalafón VIl —Defensa Pública— pasará a ser el que menos perciba por ese concepto, 
agrandándose la diferencia existente ahora, no solo con los magistrados, sino también con todos los 
demás integrantes del Poder Judicial. Creemos que esto menoscaba nuestra dignidad funcional y que 


perjudicará el servicio, ya que el perfeccionamiento académico queda, una vez más, sujeto al esfuerzo 
particular de cada defensor. 


Es por ello que creemos que el aumento proyectado en esta partida debe extenderse a todo 
el Escalafón VI! y que los defensores públicos deben percibir, por este concepto, una cifra idéntica a la 
que reciben los señores jueces letrados. 


Finalmente, tampoco apoyamos el artículo 22 del proyecto de la Suprema Corte de Justicia, 
que está referido a la transformación de los actuales cargos de procuradores, que ejercen tareas en la 
Defensoría Pública en lo Penal —y que tienen más de 25 años de antiguedad en el Poder Judicial- en 
defensores públicos de Montevideo, con la opción de que puedan elegir entre ejercerlos con carácter 
de full o part time. En su lugar, queremos que —aprovechando la iniciativa de la Suprema Corte de 
Justicia- se creen más cargos de defensor público en la capital, a ser destinados a la Defensoría Penal 
de Montevideo, y que se llenen por concurso. 


Queremos, entonces, creación y no transformación de cargos, por los siguientes motivos. En 
primer lugar, la Asociación de Defensores de Oficio del Uruguay considera que las transformaciones 
proyectadas dan por tierra con la carrera de defensor público establecida por la Ley N* 17.930, en la 
que se fijan como escalones el cargo de procurador, defensor público del interior, defensor público de 
la capital y, finalmente -en grado ascendente— director de Defensoría. La Suprema Corte de Justicia 
siempre asignó importancia a esta carrera y no comprendemos por qué hoy se la pretende ignorar a 
través de estas transformaciones, vulnerándose los derechos de nuestros asociados que, desde hace 
varios años, están realizándola en el interior de la República. 


En segundo término, vulnera, además, lo expresado en la Ley N* 17.930 y en la Acordada N* 
7.728, que se refiere al reglamento de calificaciones, ascensos e ingresos al Poder Judicial de los 
defensores públicos, directores de Defensorías y procuradores. Allí se expresa que los procuradores 
pueden comenzar la carrera de defensor como defensor público del interior, concursando para los 
cargos del interior que queden vacantes. Se destaca, además, que todo nuevo cargo de defensor 
público debe ser en régimen de full time. 


Y, en tercer lugar, consideramos que todos los defensores públicos del interior -y 
especialmente los que están actualmente concursando para ascender y conseguir un cargo en la 
capital— tienen más derecho que los señores procuradores a los cargos que existen o puedan existir en 
Montevideo. Se destaca que muchos de los defensores públicos del interior que actualmente están 
concursando para obtener su ascenso a un cargo en la capital ya han sido procuradores durante 
muchos años, también tienen más de 25 años de antigúedad en el Poder Judicial y, en algunos casos, 
desempeñaron o desempeñan tareas en materia penal, requisitos exigidos por el proyectado artículo 
22 de la Suprema Corte de Justicia. Sin embargo, han tenido que hacer el sacrificio de ir a trabajar al 
interior de la República para cumplir con las disposiciones vigentes. 


Reconocemos —al igual que la Suprema Corte de Justicia— la necesidad de nuevos cargos de 
defensor público de la capital en materia penal y por ello creemos que es más apropiado aprovechar la 
iniciativa presupuestal de la Suprema Corte de Justicia para las transformaciones proyectadas en el 
artículo 22. No estamos hablando de transformar sino de crear esos nuevos cargos de defensor público 
de la capital, y de que se concurse para llenarlos, tal como está establecido, dejándose de lado la 
transformación solicitada. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con 
Hacienda agradece la presencia de los representantes de la Asociación de Defensores de Oficio del 
Uruguay. Se tomará en cuenta este documento que han presentado a la hora de la discusión de este 
tema. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Defensores de Oficio del Uruguay.) 


(Ingresa a Sala la delegación de la Asociación de Funcionarios del Tribunal de Cuentas.) 


SEÑORA PRESIDENTA La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con 
Hacienda, en el marco del tratamiento de la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución 
Presupuestal del Ejercicio 2011, tiene el agrado de recibir a la delegación de la Asociación de 
Funcionarios del Tribunal de Cuentas. 


Sin más trámite, le cederemos el uso de la palabra. 


SEÑOR MACHÓ.- Antes que nada, quiero agradecer a la Subcomisión de Audiencias por habernos 
recibido y voy a presentarme ante ustedes. Soy el contador Alejandro Machó, Presidente de la 
Asociación de Funcionarios del Tribunal de Cuentas. 


Hemos venido a solicitar que se tengan en cuenta una serie de pedidos que, 
fundamentalmente, se basan en el mantenimiento de nuestro nivel salarial; aclaro que no estamos 
pidiendo ningún tipo de aumento. 


Venimos aquí a plantear que tenemos algunas partidas fijas otorgadas en Rendiciones de 
Cuentas anteriores y, por otro lado, el nuevo Tribunal de Cuentas, que se integró hace dos años, ha 
llevado adelante una política de nuevos ingresos a la plantilla. Como consecuencia de estos, la cuota 
parte que le toca a cada uno de esas partidas fijas que, en su oportunidad, se nos asignaron, está 
siendo reducida. 


El contador Garín va a explicar con más detenimiento el funcionamiento y la evolución de esas 
partidas. 


SEÑOR GARÍN.- En su momento, cuando estas partidas fueron aprobadas, era difícil conseguir 
mejoras salariales; lo que se otorgó fue una participación del 1.5000 de la tasa que cobra el Tribunal 
de Cuentas como provento, 70% de lo cual se efectivizaría en beneficios sociales, que después se 
tradujo en tiques de alimentación. El contexto en que se otorgó este beneficio era de 320 funcionarios, 
pero hoy figuran en plantilla 60 más; quiere decir que aumentó un 20%, que es el porcentaje que se 
pide en los artículos que envió el Tribunal de Cuentas. 


Queremos agregar que estos artículos fueron consensuados con los funcionarios en 
sucesivas reuniones de Comisiones bipartitas. Así fue que ambas partes —repito, los funcionarios y el 
Tribunal de Cuentas- llegaron al acuerdo de incluir este grupo de artículos en la Rendición de Cuentas. 


Actualmente el contexto cambió y así está establecido en el memo. La evolución de las 
partidas es bastante rígida en comparación con la que ha tenido la plantilla de los funcionarios. En un 
momento ese dinero era suficiente para pagar un monto fijo por funcionario —incluso a veces sobraba o 
estábamos en el límite—, pero actualmente no sabemos si en octubre o noviembre podremos seguir 
cobrando los tiques de alimentación. Por esa razón se propuso el incremento de un 20%. 


En el proyecto de ley que aprobó la Cámara de Representantes se incluyó un incremento del 
20% de la partida por rendimiento. El fundamento para solicitar el aumento de las otras partidas es el 
mismo; por eso, para ser coherentes, insistimos en que también se aprueben los otros artículos. 


Reitero que no se trata de un aumento salarial, sino de asegurarnos que en el correr del 
próximo Ejercicio vamos a seguir cobrando lo mismo que ahora. 


Una de las soluciones que planteamos es aumentar en 0,3%000 la tasa que se cobra a los 


Entes, lo que acompasaría el mencionado aumento del 20%. Otra de las posibilidades —que permitiría 
obviar definitivamente estos temas— sería aumentar en 20% esa tasa, pero salarizar las partidas que 
cobramos, por ejemplo, en tiques de alimentación, volcando directamente a Rentas Generales lo que 
se recauda por la tasa. El cálculo que hicimos nos da que la salarización implicaría $ 71:000.000 —esta 
cifra no se incluye en el memo- pero el 70% o el 80% de ese monto estaría cubierto por la recaudación 
de la tasa, que se volcaría a Rentas Generales. 


Este es nuestro planteo. 


SEÑORA BUCERO..- A fin de concretar nuestra exposición, queremos dejar bien claro que no estamos 
pidiendo un aumento de salario, sino simplemente mantener el nivel de ingresos, porque tal como 
señaló el contador Garín, las partidas no han crecido de la misma forma en que lo ha hecho la plantilla 
de funcionarios. En aquel momento se previó como un paliativo y aumento salarial para 320 
funcionarios; ahora somos 380 y hoy mismo en el Tribunal de Cuentas están concursando abogados y 
contadores para ingresar, porque el Cuerpo tomó la decisión de marcar la intervención preventiva en la 
Administración Central y eso requiere más funcionarios. Dado que se prevé un número mucho mayor 
de ingresos, nuestros salarios se verán sensiblemente reducidos. 


Con la planilla de funcionarios actual, sin considerar los ingresos previstos, no es seguro que 
en octubre podamos cobrar la partida de alimentación que venimos percibiendo desde hace muchos 
años. 


Repito una vez más: no estamos pidiendo ningún tipo de aumento, sino mantener nuestros 
ingresos actuales. 


SEÑOR AMORÍN.- Entiendo que no están solicitando un aumento —nos llama la atención, porque 
normalmente las delegaciones concurren con la intención de mejorar su salario- sino que lo que 
pretenden es no empeorar su situación. 


Una parte importante de su salario tiene que ver con las partidas de alimentación que en 
algún momento significaron un aumento, que se les otorgó a través de un porcentaje de los proventos 
por el trabajo que hacen en los Entes Autónomos, que representa el 106 de lo que se obtiene por 
ese concepto. A su vez, han ingresado un 20% más de funcionarios, por lo que esa partida fija se va a 
repartir, no solo entre ustedes, sino entre un 20% más, y están pidiendo que la tasa de 1.5%000 pase a 


1.8%000. que es exactamente el 20% más. Entiendo que esta puede ser una solución paliativa que 
puede aprobarse en esta Rendición de Cuentas, en la que no hay tiempo para hacer otra cosa, pero es 
obvio que en el mediano plazo estas partidas se tienen que salarizar para que todos sepan cuánto van 
a ganar. 


Si esto es así —y por gestos me confirman que sí lo es— me gustaría que se informara qué 
porcentaje del salario es lo que se les paga como partida de alimentación. 


SEÑOR GARÍN.- El porcentaje es de alrededor del 20% para los que perciben menos ingresos, 
aunque en los grados más bajos puede llegar a representar el 30%. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos su comparecencia. En la discusión del proyecto de ley 
tomaremos en cuenta su exposición y el documento que nos han entregado. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Funcionarios del Tribunal de Cuentas.) 


(Ingresan a Sala representantes del grupo de ex presas políticas que denuncian violencia 
sexual.) 


SEÑORA PRESIDENTA La Subcomisión de Audiencias, en el marco del estudio del proyecto de Ley 
de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal, Ejercicio 2011, tiene mucho gusto de 
recibir a representantes del grupo de expresas políticas que denuncian violencia sexual, a quienes 
cede el uso de la palabra. 


SEÑORA BENZANO.- En el Juzgado Letrado Penal de 16% Turno hemos radicado una denuncia por 
violencia sexual y torturas, y hemos estado sufriendo el estado actual de nuestra Justicia, porque hace 
dos años que estamos viviendo este proceso. Esto nos ha llevado a estudiar y a interiorizarnos de los 
tratados internacionales firmados por Uruguay, de los Estatutos de los Tribunales de la ex—Yugoslavia y 
de Ruanda, del Estatuto de Roma y de nuestra Ley N* 18.026, de la Sentencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en el caso Gelman y de Resoluciones del Consejo de 
Seguridad de las Naciones Unidas, sobre todo las Nos. 1325, 1820 y 160/40. En virtud de ello, hemos 
tomado conciencia de que el delito de violencia sexual es considerado un crimen de lesa humanidad 
cuando es cometido sistemática, planificada y generalizadamente, como ocurrió con las presas 
políticas. 


Por otro lado, en los documentos que acabo de mencionar se hace hincapié y se resaltan los 
derechos de las víctimas. Entre muchos otros, sentimos que tres derechos fundamentales están siendo 
lesionados y vulnerados por nuestra Justicia. 


El primero de ellos es el derecho a un acceso efectivo a la Justicia. Nos damos cuenta de que, 
por la cantidad de casos que hay en la Justicia Penal, las causas que se han ido abriendo por violación 
de los Derechos Humanos durante la dictadura y también por violación de los Derechos Humanos en la 
actualidad, no van a llegar al fin deseado. 


Por tanto, ese acceso efectivo a la Justicia no es respetado, como tampoco lo es el derecho a 
la protección que tenemos las víctimas. Nos encontramos frente a una Justicia carente de recursos 
humanos capacitados en Derecho Penal Internacional, así como de medios tecnológicos adecuados. 


El otro derecho que reivindicamos —que nos trae a este ámbito y nos ha llevado a hablar con 
muchos legisladores, así como con un miembro de la Suprema Corte de Justicia- es el de una 
participación activa en todas las instancias judiciales. 


Consideramos que esos derechos no son respetados. Entre las muchas irregularidades que 
hemos vivido en instancias de todo tipo, algo que nos revictimizó fue el cambio de juez. El que 
teníamos escuchó los relatos de viva voz de muchísimas compañeras que lloraban en el momento de 
contarlo; el juez vio cómo revivimos el horror porque pensamos que era un deber ir a la Justicia. Sin 
embargo, ese juez fue cambiado. En la audiencia hay un receptor o receptora que toma nota de lo que 
vamos diciendo. Cuando terminé mi denuncia y me dieron lo que había escrito la receptora, realmente 
no entendí nada. Había estado una hora haciendo mi denuncia oral, por lo que no podía corregirla en 
ese momento porque me habría tomado una o dos horas. En consecuencia, el testimonio vivo se 
perdió al cambiar el juez. Por suerte estaba la fiscal, que esperemos que también esté en las próximas 
instancias. 


Sobre esa base pedimos la creación y los recursos necesarios para hacer posible la 
existencia de una Fiscalía y de un Juzgado especializados en terrorismo de Estado, en violaciones a 
los Derechos Humanos durante la dictadura. 


SEÑORA YÁÑEZ.- Por supuesto, queremos agradecer el tiempo que nos dispensa esta Subcomisión. 


Después de analizar las distintas opiniones expresadas, consideramos que este era el 
ámbito correcto para plantear este punto, precisamente porque algunos de estos aspectos pasan por el 
filtro de lo presupuestal. De pronto, habiendo una previsión de dinero que en términos generales sea 
aceptable, correcta, posible o que permita acceder a una serie de cuestiones, es importante focalizarlo 
en este aspecto, porque podría ayudar a que las causas tuvieran un mejor tratamiento y a que las 
personas que hacen una denuncia sobre una situación tan compleja —que después de tantos años 
sigue generando un involucramiento especial- lleguen a buen puerto. 


Ese es el sentido de que nos reciba esta Subcomisión de Audiencias. 


SEÑORA PEREIRA.- Quiero agradecer a esta Subcomisión por recibimos y hacer hincapié en que 
nuestra situación es compartida por las ex presas políticas que han padecido violaciones, abusos y 
manoseos. No se trata de generar en ustedes una sensibilidad especial poniéndonos en una situación 
de extrema vulnerabilidad, pero el proceso por el que se ha llegado a hacer la denuncia tuvo un costo 


muy grande para las compañeras; fue muy lento y profundo, y hemos perdido a muchas de ellas en 
ese transcurso. 


Como expresaban mis compañeras, nuestro interés principal es dejar en claro la necesidad de 
generar recursos para una mejor Justicia en lo que tiene que ver con la preservación de los Derechos 
Humanos. Esto nos sucedió en determinado encuadre en el Uruguay, durante el proceso de dictadura, 
pero podría llegar a ocurrir en otras circunstancias porque, desgraciadamente, a veces las historias se 
repiten. El antecedente de tener un Juzgado especializado en Derechos Humanos habilitaría y 
posibilitaría que situaciones como esta puedan ser tratadas con la mayor profundidad, respeto y 
objetividad posibles. 


Por lo tanto, agradecemos esta instancia. En lo personal estoy un poco nerviosa porque 
exponerse también tiene un costo y quisiéramos que fuera valorado por los señores Senadores. 


SEÑOR MORELLI.- Obviamente, en lo personal estoy conmovido por la exposición que acabamos de 
oír y creo que el planteamiento que han formulado va a ser de utilidad para esta Comisión. 


Quiero preguntarles si han intentado realizar alguna gestión ante el recientemente creado 
Instituto Nacional de Derechos Humanos que funciona en este mismo edificio, pues creo que podría 
colaborar con los fines que ustedes están persiguiendo. 


SEÑORA BENZANO.- Justamente, al Instituto Nacional de Derechos Humanos vamos a recurrir en 
última instancia porque, según teníamos entendido, todavía no está instalado o tiene un espacio muy 
reducido, pero queremos hablar con esta institución. 


Quería recalcar lo que ya señalaron mis compañeras en cuanto a que estamos peleando por 
justicia, por las causas de violaciones a los Derechos Humanos durante la dictadura, pero también por 
justicia en general porque sabemos que los Juzgados están abarrotados con otros casos. Nos hemos 
encontrado con alrededor de doscientas denuncias por los casos de los llamados “enfermeros 
asesinos”, ahora está todo lo referente a Pluna, y hay otra cantidad de casos que la Justicia no puede 
abarcar. Con respecto a esa Fiscalía y al Juzgado especializado del que hablamos, justamente se 
persigue la finalidad de que centralicen este tipo de causas. Por ejemplo, con respecto a la 
denominada Operación Morgan, que se llevó a cabo durante la dictadura, existen 90 denuncias 
radicadas en tres Juzgados distintos. Pensamos que, a los efectos de que la Justicia sea efectiva, 
habría que centralizar los casos en un solo Juzgado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos muy especialmente la comparecencia de ustedes en esta 
Comisión. El planteo que han realizado y el documento que han entregado serán insumos para la 
discusión en la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda. 


(Se retira de Sala un grupo de ex-presas políticas que denuncian violencia sexual.) 


(Ingresan a Sala los representantes de la Asociación de Funcionarios de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, AFGAP.) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con 
Hacienda del Senado, que tiene a estudio la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución 
Presupuestal del Ejercicio 2011, da la bienvenida a los representantes de la Asociación de 
Funcionarios de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


SEÑOR MATTOS.- Quiero agradecer la gentileza de los señores Senadores por recibirnos. 


En virtud de los pocos minutos de que disponemos, trataré de ser breve en mi exposición, 
aunque al igual que en la Cámara de Representantes siempre hacemos un pequeño preámbulo. Si 
bien en esta Rendición de Cuentas no se incluye la creación de ningún cargo para nuestro Ministerio, 
entendemos que la necesidad de nuevo personal es imperiosa por el nivel etario de la Cartera y las 
cada vez mayores exigencias que plantean las Auditorías internacionales. 


Con respecto a la Rendición de Cuentas, queremos proponer un artículo aditivo que tiene 
como finalidad reforzar una partida de alimentación para los funcionarios del Ministerio. ¿Cómo se 
financiaría esto? El Ministerio funciona prácticamente en un cien por ciento de su actividad de 
proventos, es decir que con lo que genera se autofinancia. Una vez culminado el Ejercicio y 
autofinanciado, el Ministerio vuelca el sobrante a Rentas Generales. Nosotros desde el Presupuesto de 
la Administración del doctor Batlle, tenemos la posibilidad de disponer de proventos para el Rubro 
Cero, sin embargo, nunca se votaron los créditos para poder concretarlo. En este sentido, lo que 
nosotros pretendemos es que se incluya un aditivo generando esos créditos, que se financiarían con 
una parte del excedente que el Ministerio vuelca a Rentas Generales. Por ejemplo, en el Ejercicio 2009 
— 2010 se volcaron a Rentas Generales $ 250:000.000 como sobrante de la actividad y en el año 2011, 

$ 380:000.000. Nosotros pretendemos generar una partida de alimentación para todos los 
funcionarios del orden de ese monto y la redacción del artículo figura en el material que entregamos a 
los señores Senadores. Esta partida la tomaríamos como una especie de productividad en el sentido 
de que estos proventos son la generación del trabajo del Ministerio por mayor actividad. Cabe destacar 
que desde el año 2003 a la fecha la actividad agropecuaria ha crecido en forma exponencial y ello no 
se registró a nivel de los salarios. Nosotros pretendemos quedarnos con una parte de estos proventos 
y no con la totalidad del monto que se vuelca a Rentas Generales. Contamos con la autorización legal 
para hacerlo, pero necesitamos la concreción de un crédito. Este es el aditivo más importante que 
pretendemos plantear en esta Rendición de Cuentas. 


Por otra parte, el artículo 134 nos parece muy importante porque el Ministerio plantea 
cambiar un régimen de trabajo y la remuneración de un grupo muy importante de funcionarios que 
realizan tareas en los pasos de frontera, en los puertos y a nivel de sanidad animal. En la actualidad 
esta actividad es remunerada con el pago de servicio a terceros, es decir, que el tercero solicita un 
servicio y el Ministerio está obligado a cumplirlo. Por ejemplo, si se va a cargar un barco con soja, arroz 
o ganado en pie, tiene que haber una inspección del Ministerio durante toda la carga. Hoy esta 
actividad se remunera mediante el pago de horas extras por tercero. Este sistema ha generado una 
serie de irregularidades que se pretende subsanar. Consideramos que es necesario cambiarlo, de 
manera que tenga una mayor legitimidad. En este sentido, estamos de acuerdo con la implementación 
de un sistema como este, pero pretendemos participar en su reglamentación porque el artículo nos 
parece muy laxo. 


Con respecto al artículo en sí mismo, nos parece importante resaltar dos aspectos. En primer 
lugar, nosotros planteamos la inclusión de diez o quince compañeros de Dicose —que efectivamente 
integra la unidad ejecutora 005 “Dirección General de Servicios Ganaderos”— que realizan tareas de 
inspección y a texto expreso fueron excluidos de este beneficio. Entendemos que debería eliminarse 
del artículo la exclusión de dichos compañeros. 


Además, como daño colateral, en la liquidación de los extraordinarios el personal de la 
División Financiera del Ministerio lleva un porcentaje, pero como no existe tal liquidación los 
compañeros verían mermados sus salarios en alrededor de $ 2.000 o $ 3.000. Entendemos que esto 
no es materia del Poder Legislativo y a nivel de la Cartera se está negociando la posibilidad de reparar 
esa omisión mediante otros créditos que puedan existir. 


Asimismo, nuestra inquietud va en el sentido de que en el artículo se establezca a texto 
expreso —no trajimos un texto redactado porque entendimos que los señores Senadores están más 
capacitados que nosotros para elaborarlo- la necesidad de que algún representante de los 
trabajadores participe en la reglamentación. Si bien lo hemos planteado y el Ministerio está de acuerdo 
con ello, se nos ha dicho que quizá fuera redundante. Sin embargo, entendemos que no es así porque 
en todos los artículos que refieren a la materia presupuestal y a los funcionarios se pone a texto 
expreso se pone a texto expreso que se va a dar cuenta a la Contaduría General de la Nación y a la 
Oficina Nacional del Servicio Civil, así como a la Asamblea General, como es lógico que se haga. Por 
lo tanto, nos parece que en este caso no es redundante que se establezca a texto expreso la 
necesidad de la participación de los trabajadores en la reglamentación de este artículo. A estos efectos 
hemos avanzado a nivel de información con los señores Senadores y hemos mantenido 


conversaciones con el Ministerio; probablemente la próxima semana se instaure esa mesa de 
negociaciones que será un poco ampliada, porque no solo estarán el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca y los trabajadores, sino que se tendría la intención de que también participara el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Este es el aspecto más importante que queríamos resaltar. 


Insisto en que queríamos que figurara a texto expreso la obligatoriedad —por llamarlo de 
alguna manera- de consultar a los trabajadores en la reglamentación, porque cuando existe un caso 
como el de este ejemplo en el que se cambian la remuneración y las condiciones de trabajo, en la Ley 
de Negociación Colectiva aparece la obligación de negociar con los trabajadores. Por lo tanto, nos 
parece que sería una buena señal que eso se incluyera en el texto del artículo. 


Con respecto a lo que pueda acontecer creemos que quedará librado a la negociación y será 
un tema muy complejo de regular, porque tendrá que ver con los horarios, con una partida que quizá 
pueda estar a la orden, etcétera. Todos estos aspectos serán materia de la Comisión que se va a 
encargar de redactar la reglamentación de este artículo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Ha quedado clara la reivindicación y también tomaremos en cuenta lo que 
consta en el documento que han entregado para la discusión del proyecto de ley, donde se describen 
todos estos temas con mayor detalle. 


Muchas gracias. 


(Se retiran de Sala los integrantes de la Asociación de Funcionarios de Ganadería, Agricultura 
y Pesca — AFGAP.) 


(Ingresan a Sala los representantes de los Actuarios ful! time del Poder Judicial.) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Muy buenos días. La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de 
Presupuesto integrada con Hacienda del Senado, abocada al estudio de la Rendición de Cuentas y 
Balance de Ejecución Presupuestal del Ejercicio 2011, da la bienvenida a los Actuarios y Secretarios 
del Poder Judicial. 


SEÑORA GARMENDIA.- Buenos días. Soy escribana y trabajo como Inspectora de Juzgados 
Letrados. Hemos venido en representación de un grupo no muy numeroso, de alrededor de cuarenta o 
cuarenta y cinco personas entre actuarios, secretarios e inspectores, que hace más de treinta años nos 
desempeñamos en carácter de full time en el Poder Judicial. Como tales, no podemos realizar ninguna 
otra actividad salvo la docencia, para lo cual nos tiene que autorizar la Suprema Corte de Justicia. 


Cuando se promulgó la ley de las AFAP, nos aconsejaron que a nosotros no nos convenía 
entrar y, en consecuencia, se promulgó la Ley N* 17.738 mediante la cual se dispuso que a 
aquellos jueces, actuarios y defensores que al año 1996 tuviéramos 40 años de edad cumplidos y 
ejerciéramos full time, se nos iba a otorgar una jubilación pagada por Rentas Generales. Después, 
debido a un error de transcripción, los actuarios e inspectores —todos ejercemos la función de 
actuarios— quedamos aparte. En realidad, nos habíamos quedado con la versión de que estábamos 
incluidos, pero poco a poco, a medida que otros compañeros se fueron jubilando, vimos que no era así; 
sí lo estaban los defensores —que en un principio no lo estaban- y los jueces. 


Esta preocupación nos motivó a hablar con una serie de personas. El primero de ellos fue el 
exsenador Korzeniak, quien nos dijo que esta era una verdadera inequidad porque cumplimos con las 
condiciones requeridas, al igual que los jueces y los defensores. Por lo tanto, ¿por qué no estamos 
incluidos? Empezamos a movilizarnos para ver si podíamos corregir esto que el exsenador Korzeniak 
llamó inequidad, ya que nos encontramos en la misma situación. Asimismo, hay que tener en cuenta 
que económicamente no significa mucho porque somos muy pocos: algo más de cuarenta actuarios y 
secretarios. Además, tampoco vamos a jubilarnos masivamente porque ello depende de la edad que 


tengamos; tal vez algunos demoren cinco, seis u ocho años en hacerlo, sería algo muy progresivo. 
Algunos ya se han jubilado porque no pudieron seguir esperando. Nosotros hablamos con el 
Presidente del Senado, contador Astori, y él nos recomendó asistir a esta Subcomisión de Audiencias y 
hablar con las diferentes bancadas para ver si podíamos incluir esta corrección al artículo. Tenemos en 
nuestro poder un texto que redactó el exsenador Korzeniak y lo único que habría que hacer es 
agregarnos en el artículo que legisló sobre la situación de los jueces y defensores. 


SEÑORA AGNETTI.- Nosotros reunimos los dos requisitos que pide la ley, es decir, tener 40 años de 
edad cumplidos y ser full time al año 1996. Es cierto que se ha jubilado mucha gente, pero la causal 
desaparece con nosotros porque es solo para los nacidos en esa época y consideramos que, en 
realidad, es muy poca plata. No debemos olvidar que estamos hablando de alrededor de cuarenta 
personas y se trata de una jubilación extra como tienen los jueces y los defensores. Es decir que 
somos los únicos técnicos del Poder Judicial excluidos de esa ley y no sabemos por qué, ya que en su 
momento estábamos incluidos. 


Por lo tanto, nuestra aspiración es poder incluirnos en el artículo 145. 


SEÑORA FERNÁNDEZ.- Simplemente quiero puntualizar que ese número no va a aumentar; por el 
contrario, va a disminuir porque más gente se va a jubilar previamente. Creo que ese también es un 
elemento a tener en cuenta. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Muchas gracias. En la discusión del proyecto de ley tomaremos en cuenta lo 
que han planteado. 


(Se retiran de Sala los Actuarios full time del Poder Judicial.) 


(Ingresan a Sala los representantes de la Asociación de Informáticos Judiciales, Asiju.) 


SEÑORA PRESIDENTA .-La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con 
Hacienda del Senado abocada al estudio del proyecto de ley de Rendición de Cuentas y Balance de 
Ejecución Presupuestal, Ejercicio 2011, da la bienvenida a la Asociación de Informáticos Judiciales. 


SEÑOR COLO.- Como integrantes de la Asociación de Informáticos Judiciales, Asiju, agradecemos 
que la Comisión nos reciba. Venimos a plantear algo que los señores Senadores ya conocen porque 
desde hace dos años estamos advirtiendo sobre la problemática que existe en el Poder Judicial con los 
trabajadores del área informática. En pocas palabras, podemos decir que es extremadamente difícil 
contratar personal y cuando se hace es complicado mantenerlo en el organismo. Esto se debe al 
simple hecho de que existe poca competitividad salarial en el Poder Judicial con respecto a otras 
organizaciones, tanto del ámbito privado como público. Esta situación es tan dinámica que algunos de 
los informes que entregamos a la Comisión, si bien fueron elaborados hace pocos días, ya se 
encuentran desactualizados porque nuevamente un compañero anunció su renuncia al Poder Judicial 
esta misma semana, por haber conseguido mejor remuneración en otro organismo del Estado. 


Hay una realidad que los señores Senadores no pueden desconocer y es que cuando el 
Poder Judicial realiza llamados para cubrir cargos de los escalafones administrativos, se presentan 
miles de aspirantes, es decir que este Poder compite con facilidad en ese mercado. A modo de ejemplo 
podemos decir que en el último llamado para el cargo de Auxiliar 1, el 2 de abril de este año, se 
presentaron 6.720 aspirantes, y en el llamado para el cargo de Administrativo IV se superaron los 
8.000; en cambio, cuando se realiza un llamado para un cargo de técnico en informática, la situación es 
muy distinta y rara vez se supera la decena de aspirantes porque muchos de ellos no satisfacen las 
bases o el perfil de profesional que se busca. Por ejemplo, en el último llamado, de noviembre de 2011, 
se presentaron tan solo 11 interesados, 8 de los cuales ni siquiera cumplían los requisitos exigidos y de 


los tres restantes solo dos quedaron por encima del mínimo establecido, pero ninguno aceptó el cargo. 
Mientras se realizaba dicho concurso, dos compañeros informáticos presentaron su renuncia 
encontrándonos con la situación inédita de que ni siquiera se pudieron llenar las vacantes que se 
generaron y, además, se redujo la cantidad de informáticos en el Poder Judicial. Luego de dos años de 
negociaciones internas, la Suprema Corte de Justicia reconoció esta problemática, se hizo eco de 
nuestro pedido y en el artículo 8” de su proyecto de ley de Rendición de Cuentas enviado al 
Parlamento propone incorporar al Escalafón “R” la prima por rendimiento con la reasignación de fondos 
ya aprobada para nuestro escalafón en el Presupuesto Quinquenal, sin perjuicio de los demás 
escalafones; es decir que esta solución tiene gasto cero. 


Los señores Senadores se preguntarán por qué tanto la Suprema Corte de Justicia como 
nuestra Asociación vienen a plantear esta problemática, en vez de solucionarlo en la interna. En el 
artículo 453 de la Ley N*17.296 se crea nuestro escalafón, pero queda expresamente excluido de 
cobrar la mencionada partida. Es por esto que solicitamos su modificación, con el mismo texto del 
artículo 8” del proyecto de ley de Rendición de Cuentas de la Suprema Corte de Justicia. Esta 
propuesta no fue recogida en el Mensaje del Poder Ejecutivo, que solo incluyó dos artículos para el 
Poder Judicial. Cabe recordar que se firmó un convenio mediante el cual esta Asociación se 
compromete a absorber la tarea diaria ordinaria, es decir que no solicitará la contratación adicional de 
personal por todo el año 2013. Asimismo, asume un compromiso de paz gremial por temas salariales 
durante el resto de la actual Administración de Gobierno; es decir que no habrá conflictos ni se tomarán 
medidas de lucha al respecto. 


En definitiva, se hizo lo que estaba al alcance de la mano por parte de un gremio responsable, 
se negoció incansablemente y se logró un acuerdo en el seno del propio organismo. Se llevó al 
Parlamento un artículo con gasto cero, que otorga un beneficio porcentual en base a resultados y 
calificaciones, que no perjudica a otros escalafones y, como si fuera poco, se ofrece un compromiso 
de paz gremial hasta el fin de la presente Administración. Entonces, nos preguntamos qué más 
podríamos o deberíamos haber hecho, y la respuesta que encontramos es que hicimos todo lo que se 
nos sugirió para que el planteo tuviera éxito. A pesar de todos estos fundamentos, el artículo referido 
no fue votado en la Cámara de Representantes por lo que a nuestro criterio se está incurriendo en un 
desacierto bajo un principio de buena administración de los recursos. Además, siguiendo este criterio, 
se presentarán una serie de consecuencias muy negativas para todos los involucrados porque más allá 
del perjuicio inmediato y obvio para nuestro gremio y sus trabajadores, se afecta al Poder Judicial, que 
no podrá satisfacer sus necesidades de personal, desoyendo una realidad manifestada directamente a 
los Legisladores por las máximas autoridades de este Poder del Estado, pero sobre todo se perjudica 
a los usuarios del servicio, que somos todos los ciudadanos. Si se rechaza esta propuesta se hará 
caer nada menos que un convenio de paz logrado por negociación colectiva directa entre un sindicato y 
las autoridades del organismo. Por lo tanto, al caer el acuerdo se volverá inevitablemente a una 
situación de conflicto con potenciales medidas que, como el Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia mencionó en su comparecencia ante la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda, 
tendrá un impacto muy visible en el funcionamiento del Poder Judicial. 


Por todo lo expuesto, expresamos una vez más nuestra mayor convicción en la necesidad y 
conveniencia de que los señores Senadores incluyan nuestra aspiración en el proyecto de ley de 
Rendición de Cuentas que se está sometiendo a estudio y votación. Concretamente, nos referimos al 
artículo 8” del Mensaje del Poder Judicial. Les recordamos a los señores Senadores que ese artículo 
fue fruto de una larga negociación con las autoridades del Poder Judicial, detallado y extensamente 
defendido en la comparecencia ante la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda de la 
Cámara de Representantes. 


Estamos convencidos de que hacemos un planteo responsable, de que nuestros argumentos 
son sólidos y tenemos documentación para probarlo. Quedamos a su entera disposición para 
responder cualquier duda. 


Muchas gracias. 


SEÑOR VILLAGRÁN.- Quería agregar algunos números y apreciaciones para que estén a 
consideración cuando los señores Senadores evalúen nuestra situación. Cabe recordar que en el 
Presupuesto Quinquenal 2010-2014 se asignaron partidas para cada año con destino a la contratación 
de personal en el Escalafón “R”, Informática, de acuerdo con el artículo 629 de la Ley Ne 


18.719. En su momento estos recursos fueron solicitados para regularizar en parte una situación 
creada y, además, en previsión frente a los desafíos tecnológicos que el Poder Judicial se había puesto 
como meta. Por ejemplo, uno era que todas sus oficinas en el país quedaran conectadas a una red 
única, Renaju, que es la Red Nacional Judicial. Estamos hablando de 275 oficinas y se había previsto 
que para el año 2012 se completaría el cien por ciento de las oficinas, anexando todos los Juzgados de 
Paz del interior. 


Todas estas oficinas cuentan con un soporte técnico remoto brindado por los propios técnicos 
informáticos del Poder Judicial. Además, la División Informática cuenta con un taller en el que se repara 
todo tipo de equipamiento informático, sean PC, impresoras, etcétera. 


Al conjunto de tareas que se lleva adelante en materia de informática, debemos agregar el 
mantenimiento de la Base de Jurisprudencia Nacional; la implementación, operación y mantenimiento 
del Sistema de Gestión de Tribunales —-SGT-— el Sistema de Notificaciones Electrónicas; el Registro 
Nacional de Adolescentes Infractores; el Sistema de Expediente Administrativo y, por si fuera poco, en 
este momento se está instalando un sistema de telefonía IP que permitirá, aprovechando la 
infraestructura de datos existente, que todas las Sedes puedan estar comunicadas entre sí, sin 
necesidad de contar con líneas urbanas. Queremos advertir que se corre el riesgo de que esto pierda 
continuidad, dado que la realidad indica que en un futuro no podremos contratar técnicos y tampoco 
mantener los actuales. 


Como bien señaló el compañero, en el transcurso de esta semana nos enteramos de una 
nueva renuncia a uno de los cargos, que son realmente muy especializados. 


Más allá de que el fenómeno se da en todo el escalafón, donde hay mayores inconvenientes 
es a la hora de contratar personal para ocupar estos cargos especializados. A modo de ejemplo, 
queremos recordar que en 2011 renunció el director de la División y un jefe administrador, y que en el 
día de ayer lo hizo un técnico l, ingeniero en telecomunicaciones. Sabemos que este no es un 
problema particular del Poder Judicial y que ustedes habrán tomado conocimiento del mismo a través 
de la Oficina Nacional del Servicio Civil o del propio Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 
Entonces, si bien hemos venido a este ámbito a plantear una problemática, hemos traído una posible 
solución para comenzar a mitigarla. 


Desde ya agradecemos a los señores Senadores el habernos dedicado tiempo para 
escucharnos y quedamos a las órdenes por cualquier consulta que nos deseen realizar. 


SEÑOR PENADÉS.- Me gustaría saber —porque no me quedó claro- cuántos funcionarios 
desempeñan tareas en este servicio del Poder Judicial. 


SEÑOR VILLAGRÁN.- Somos 65 funcionarios. 


SEÑOR PENADÉS.- ¿Está a cargo de ustedes todo el proceso de informatización que se viene 
llevando adelante en el Poder Judicial? 


SEÑOR COLO.- Como bien mencionó el compañero, el proceso de informatización está a cargo de 
toda la gente del Poder Judicial y el mismo comprende el Registro Nacional de Adolescentes 
Infractores —por nombrar uno de los más visibles— la Base de Jurisprudencia Nacional, etcétera. De 
persistir esta situación, no podemos asegurar la continuidad de este proceso. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con 
Hacienda les agradece la comparecencia, a la vez que les comunica que el documento que nos han 
entregado será tomado en cuenta a la hora de considerar y votar el proyecto de ley. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Asociación de Informáticos Judiciales, Asiju.) 


(Ingresan a Sala los representantes de la Federación de Funcionarios de Salud Pública, 
FFSP.) 


SEÑORA PRESIDENTA .-La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con 
Hacienda del Senado tiene el agrado de recibir a los representantes de la Federación de Funcionarios 
de Salud Pública para hacer un planteamiento relacionado con el Inciso correspondiente del proyecto 
de ley de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal. 


SEÑOR LANER.- Buenas tardes a todos. 


La carpeta que hemos entregado no solo contiene el proyecto original elaborado por la 
Federación para esta instancia, sino también parte de la propuesta que se está negociando al más alto 
nivel, producto del conflicto que estamos llevando adelante. 


Queremos decir que sobre los artículos comprendidos dentro del Inciso 29 “Administración 
de los Servicios de Salud del Estado”, no tenemos objeciones para realizar, pues muchos de ellos 
fueron negociados entre ASSE y la Federación de Funcionarios de Salud Pública. 


Dentro del artículo 246 del proyecto está contemplado, entre otros rubros, el de nocturnidad y 
el de simplificación objetos del gasto, pues nuestro salario actual está compuesto por una “sábana” de 
objetos del gasto que hará que todo el sueldo vaya al grado. Allí también se detalla que parte de las 
sumas de $ 142:000.000 para el 2012 y de $ 308:000.000, previstas tanto para 2013 como para 2014, 
se han destinado para asumir compromisos y deudas contraídas por convenios con la Federación de 
Funcionarios de Salud Pública. 


Básicamente, nos interesa plantear lo que no ha sido contemplado en este proyecto de ley 
de Rendición de Cuentas, mucho de lo cual tiene que ver con este conflicto que estamos llevando 
adelante y que está basado en dos situaciones fundamentales. 


Lo primero se relaciona con la discusión que venimos teniendo, no con este Gobierno ni con 
el anterior, sino desde hace quince o veinte años, sobre la reestructura salarial y escalafonaria para los 
trabajadores de ASSE. Conviene recordar que la última reestructura escalafonaria se realizó en 1986 y, 
hasta la fecha, no se ha registrado corrimiento alguno de grado para los trabajadores, ni aun para 
quienes tenemos más de veinticinco años de trabajo. Esto para nosotros es fundamental, porque ASSE 
efectuó su reestructura hasta los mandos medios pero no alcanzó a los trabajadores. Aclaro que 
cuando hablo de “mandos medios” me refiero a los directores de los diferentes Programas, sean ellos 
del primer o del segundo nivel de atención. Es sobre la base de esa reestructura y de una nueva tabla 
salarial que venimos a hacer nuestro planteo, porque ello no ha sido contemplado en este proyecto de 
ley de Rendición de Cuentas. 


Queremos decir también que desde la creación de ASSE estamos reclamando 2.500 nuevos 
puestos de trabajo. Esto se basa en un trabajo realizado por la Federación en todo el país. Por 
supuesto que esto podrá tener sus detalles y que podrán ser un poquito más o un poquito menos, pero 
nos fijamos este número tomando en cuenta la información recabada por nuestros compañeros y que 
de esos 2.500 trabajadores, 1.100 estarían destinados al primer nivel de atención. Tómese en cuenta 
que a través de la Ley de Presupuesto del 2010 se creó todo lo relativo a la carrera de primer nivel de 
atención primaria a nivel administrativo, pero no se proveyó de los recursos humanos necesarios. 
Ahora se pretende que aquellas policlínicas rurales o periféricas que durante muchos años trabajaron 
lunes, miércoles y viernes de 8 a 12 horas, lo hagan de 8 a 18 o a 19 horas, pero para eso 
necesitamos recursos humanos. Quienes conocen el interior saben que un auxiliar de enfermería 
cumple la función de personal de enfermería y, además, hace tareas de archivo médico y 
administrativas porque da los números, las horas, pesa a los niños, da los inyectables; es decir, hace 
el trabajo de dos o tres personas. Esta es la base sobre la que llegamos a este número; el resto es 
para los diferentes hospitales, tomando como base que ASSE, desde el 2005 a la fecha, no solo ha 
mejorado —como hemos dicho públicamente— todo lo que tiene que ver con la parte edilicia, sino que 
también ha incorporado tecnología y nuevos servicios que muchas veces no fueron acompañados o 
acompasados con los recursos humanos necesarios. 


Hoy no está presente el señor Senador Lorier, pero a modo de ejemplo puedo decir que 
estuvimos juntos en lo que fueron los tres nuevos blocks quirúrgicos del Hospital de Mercedes, dos de 
ellos para cirugías de todo tipo y el otro para el polo traumatológico, que no se pueden abrir porque no 
cuentan con los recursos humanos necesarios. 


En consecuencia, en la suma, cuando nosotros planteamos la creación de 1.500 puestos de 
trabajo, lo hacemos para el quinquenio, no para el año, porque es imposible. Aun así, y viendo las 
dificultades que existen, pretendíamos contar para el año 2013 con 500 nuevos puestos de trabajo 
asistenciales; me refiero a trabajadores no médicos. Lamentablemente la propuesta no fue 
acompañada por el Ministerio de Economía y Finanzas; se supone que el Directorio de ASSE hizo el 
planteo correspondiente, pero eso no fue contemplado. Entonces, en virtud de que no hay posibilidad 
de aumentar el gasto, —-como la Rendición de Cuentas no tiene mensaje complementario, no se puede 
incluir más dinero—, encontramos una solución por la vía de la destercerización de ASSE, lo que 
supone que las empresas privadas que hoy cumplen funciones en los departamentos de alimentación, 
vigilancia y limpieza paulatinamente pasen a un contrato temporal de Derecho Público. Téngase en 
cuenta que ASSE hoy paga aproximadamente $ 1.300:000.000 anuales por concepto de contratación 
de empresas tercerizadas, y si fuéramos a presupuestarlos o a hacer un contrato de función pública de 
esos trabajadores, al Estado le costaría $ 600:000.000. La diferencia es la plusvalía o la ganancia que 
tienen las empresas, además de que estamos permanentemente en el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social por la violación constante que hacen de las leyes laborales. Este proceso nos 
permitiría hacer un ahorro sustancioso en gastos de funcionamiento, que se podría volcar para crear 
nuevos puestos de trabajo. Se trata de una propuesta que ya está acordada con el Gobierno, más allá 
de que aún hay diferencias en otros puntos. Empezaríamos, entonces, un proceso de tercerización en 
las áreas cerradas, block quirúrgico, CTI, y los departamentos de alimentación con aquellas empresas 
que hoy están en el sistema de compra directa o en uso de la prórroga que habilita la ley de licitación. 


Decimos esto para dejar planteado que los trabajadores hemos buscado las soluciones, no 
solamente pensando en el salario, sino en las condiciones de trabajo que tienen que ver con contar con 
los compañeros necesarios, lo que redundará en una mejor calidad de atención al usuario. No 
debemos olvidar que atendemos 1:300.000 usuarios, pero solamente recaudamos por concepto de 
Fonasa por 400.000 usuarios. Por lo tanto, esa diferencia lleva a que ASSE siempre tendrá un déficit 
que será cubierto por el Ministerio de Economía y Finanzas. 


Esta fue la base sobre la que elaboramos el proyecto de Rendición de Cuentas. Ahí no van a 
encontrar ninguna solicitud de aumento salarial desmedido ni nada similar. Somos conscientes de las 
dificultades y de que los procesos son lentos, pero mediante una tabla salarial, una reestructura 
escalafonaria y con los recursos humanos necesarios, podríamos fortalecer a la Administración de 
Servicios de Salud del Estado en todo lo que tiene que ver con el Sistema Nacional Integrado de Salud. 
No se trata de que queramos tener más usuarios ni de que caigan las mutualistas; por el contrario, lo 
que nosotros queremos es brindar la atención necesaria con lo que tenemos. Cuando uno está en una 
cama es muy triste ver a una auxiliar de enfermería ir de una cama a la otra para atender a 15 
pacientes, siendo que la normativa firmada por el Gobierno a partir de los convenios internacionales de 
la OMS establecen que se debe contar con una enfermera cada 8 pacientes autoválidos y una 
licenciada cada 20 pacientes, lo que prácticamente no se cumple en ninguno de los hospitales de 
ASSE. 


Además de los problemas de enfermería, existen problemas en las farmacias, en los 
registros médicos y en los laboratorios, y no es porque no haya personal capacitado o con título, sino 
porque no tenemos la apertura de crédito o los cargos presupuestales necesarios. 


Por último, no debemos olvidar que la ley de presupuesto de 2010 cerró la posibilidad de 
contratar a través de la Comisión de Apoyo y el Patronato del Psicópata y no se previó abrir un espacio 
para crear algún tipo de cargo público en base a un contrato temporal de Derecho Público, o como el 
Parlamento y el Gobierno entiendan que se debe hacer. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no hay más consideraciones para hacer, tenemos el documento que nos 
han presentado y que la Comisión tomará como insumo para deliberar sobre el tema. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Federación de Funcionarios de Salud Pública.) 


(Ingresan a Sala representantes de Desem Jóvenes Emprendedores.) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con 
Hacienda da la bienvenida a la delegación de Desem, asociación de Jóvenes Emprendedores, a 
quienes cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR DE AZPITARTE.- Agradezco a los señores Senadores por habernos recibido. 
Previamente a los comentarios que vamos a hacer, procederemos a presentarnos. 


Soy Gonzalo De Azpitarte, Gerente General de IBM Uruguay, pero en este momento estoy 
aquí como Presidente de la Fundación Desem Jóvenes Emprendedores, y me acompañan la Directora 
Ejecutiva, licenciada Paola Rapetti y la Tesorera, contadora Patricia Marques, quien además es socia 
de PwC. 


Es muy importante para nosotros que nos hayan dado esta oportunidad para referirnos a un 
tema sobre el que venimos trabajando desde hace un tiempo, básicamente porque creemos que es 
algo que la fundación se merece. Se trata de una institución que desde hace más de veinte años está 
trabajando en Uruguay con una población muy grande de graduados de nuestros programas, que va 
creciendo año a año y que siempre ha contado con el apoyo de empresas privadas; nunca hemos 
pedido nada a otro nivel. 


Sabemos que muchas otras fundaciones están haciendo uso de un beneficio con el que no 
contamos al presente y realmente esto hasta nos está haciendo difícil conservar el apoyo de las 
empresas que han estado colaborando con nuestra fundación. Lo cierto es que tienen la opción de 
colaborar con otras en donde el aporte que hacen tiene un retorno. 


Creo que tanto la contadora Marques como la licenciada Rapetti podrán explicar mejor que 
yo todo este tema de la fundación. 


SEÑORA MARQUES.- Pensamos que, por distintos motivos, nuestra fundación está encuadrada en 
las condiciones establecidas a instituciones de esta índole que ustedes han considerado son pasibles 
del beneficio, por sus objetivos, porque está volcada a enseñar a “ser” a niños y adolescentes. 
Estamos trabajando dentro del sistema formal de educación pública y privada y llegamos a muchas 
poblaciones carenciadas; particularmente, en el interior, estamos en muchos lugares a los que de 
pronto no han accedido otras ONG en lo que tiene que ver con los temas de la educación. Tenemos 
muchos años de experiencia; se trata de una fundación que trabaja con gran transparencia y es muy 
reconocida. Nos están apoyando alrededor de noventa empresas privadas; pero ocurre que, en 
algunos casos —como decía nuestro Presidente— se han empezado a preguntar por qué no pueden 
deducir la colaboración que hacen a nuestra fundación. Entonces, creemos que es importante contar 
con esta herramienta para continuar recibiendo fondos a los efectos de ampliar nuestros programas de 
educación. Básicamente, ese es el interés que motiva nuestra visita en la mañana de hoy. 


SEÑORA RAPETTI.- Quiero agregar que la fundación trabaja en tres líneas de contenidos y 
desarrollamos programas educativos que se dictan dentro del sistema formal. 


Una primera línea de trabajo es el fomento al emprendedurismo, a través de programas que 
buscan desarrollar habilidades emprendedoras en los niños y jóvenes. Esto es así en el marco de un 
concepto de emprendedurismo amplio, porque no solo refiere al emprendedor de negocios sino 


también en diferentes áreas: sociales, culturales y otras tantas. Se trata de que puedan ir identificando 
los intereses de los niños y los jóvenes y poder canalizarlos hacia sus proyectos a futuro. 


La segunda línea de trabajo es todo lo que tiene que ver con la preparación de jóvenes para 
el mundo del empleo, habida cuenta de todas las dificultades que está enfrentando la población juvenil 
en el plano laboral, en cuanto a la deserción escolar, etcétera. Hemos estructurado y puesto en 
práctica una serie de programas que tratan de fortalecer todo eso, esto es, que los jóvenes se 
mantengan dentro del sistema educativo formal, en coordinación con las autoridades de Enseñanza 
Secundaria, con las cuales trabajamos estrechamente desde hace años. Ellas son las que nos ayudan 
a elegir los centros educativos y las distintas comunidades del interior a los que mejor se adaptan los 
proyectos. 


La tercera y última línea de trabajo refiere al tema de la educación financiera. Si bien aquí 
estamos frente a conceptos bastante nuevos en esto de comenzar a trabajar con jóvenes, hace 
algunos años que venimos incursionando en la materia y estamos tratando de extenderlo, no solo a los 
que hoy por hoy son el centro de nuestra labor, sino también a niños, labor que se hace en 
coordinación con empresas como el Banco de la República, en particular en temas de educación 
financiera que puedan apuntalar a otros actores que se involucran con esta población: los padres, 
empleados de empresas, etcétera. 


El fenómeno que se ha dado en los últimos años es que estamos llegando a los jóvenes más 
vulnerables, puesto que el 87% de los centros educativos que participan de nuestros programas son 
públicos y cerca del 90% del interior del país. Quiere decir que esta es una manera de acercar 
oportunidades a los jóvenes que menos las tienen. 


SEÑOR PENADÉS.- Conocemos a Desem y nos parecen tremendamente importantes las tareas que 
desarrolla. No obstante ello, nos gustaría saber si han tenido algún tipo de contacto con el Poder 
Ejecutivo para trasmitirle la aspiración de ser incluidos en la Rendición de Cuentas, si han hablado con 
las autoridades del Ministerio de Economía y Finanzas; en fin, si han iniciado los trámites pertinentes 
para saber en qué situación se encuentra el caso de ustedes, puesto que ese va a ser un elemento 
importante a la hora de tomar una decisión afirmativa —aspiramos a que así sea— aquí en el Senado. 


SEÑORA MARQUES.- Hemos mantenido algunas reuniones con la contadora Laura Tabárez, Gerente 
Financiero del Ministerio de Economía y Finanzas. Con respecto a los trámites estamos un poco 
expectantes de los resultados de estas conversaciones; ocurre que, en realidad, los trámites están más 
pensados para las donaciones hechas a instituciones escolares públicas o privadas, y si bien nosotros 
trabajamos con ellas, el dinero entra a la fundación. Más allá de que hay algunas empresas donantes 
que están vinculadas directamente con una institución pública o privada porque eligen, por ejemplo, 
con voluntarios de la empresa trabajar en una de esas instituciones con nosotros, muchos de los 
dineros que recaudamos son genéricos y se utilizan para los distintos programas. Lo que precisamos, 
entonces, es que se nos conceda a nosotros el beneficio a las donaciones especiales; no es para los 
centros educativos. 


SEÑORA RAPETTI.- Simplemente para agregar que nuestra institución integra los Consejos 
Consultivos del Banco Interamericano de Desarrollo, y que mantuvimos reuniones con el Ministro 
Lorenzo, que fue quien nos comentó cómo era el régimen de donaciones especiales. Por esa razón fue 
que pudimos tener una reunión en el Ministerio de Economía y Finanzas y ahora estamos en esta 
instancia. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no hay más comentarios, les agradecemos muchísimo la comparecencia 
aquí y les decimos que vamos a estudiar vuestro caso durante el proceso de discusión del proyecto de 
ley, con los insumos que nos han proporcionado. 


Muchas gracias. 
SEÑOR DE AZPITARTE.- Los agradecidos somos nosotros. 


(Se retiran de sala los representantes de Desem Jóvenes Emprendedores.) 


Siendo la hora 13 y 35, y habiendo constatado que la delegación de funcionarios de la 
Dirección General de Recursos Renovables del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca aún no ha 
llegado, la Mesa propone a los señores Senadores incluirla en la lista de la próxima sesión de 
audiencias. 


SEÑOR PENADÉS..- Propongo que esperemos cinco minutos más para ver si llega la delegación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Esperaremos, entonces, hasta las 13 y 40 horas; la Secretaría tratará de 
comunicarse telefónicamente con algún representante de la delegación. 


(Así se hace.) 


La Mesa cumple con informar que la delegación no se hará presente en el día de hoy. Por lo 
tanto, será incluida en la lista de audiencias del próximo viernes. 


Presentaciones adjuntas por la audiencias recibidas Parte l./a> 
Presentaciones adjuntas por la audiencias recibidas Parte ll./a> 
Presentaciones adjuntas por la audiencias recibidas Parte 11l./a> 
Presentaciones adjuntas por la audiencias recibidas Parte IV./a> 
Presentaciones adjuntas por la audiencias recibidas Parte V./a> 
Presentaciones adjuntas por la audiencias recibidas Parte VI./a> 

No habiendo más asuntos a considerar, se levanta la sesión. 


(Es la hora 13 y 40 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


